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	Culpa exclusiva de la victima. Conviene, recordar que cuando del hecho de la víctima se trata, tal eximente solo se presenta si y solo sí, la actuación de aquella constituyó la causa exclusiva del perjuicio, porque ese comportamiento desvirtúa, dice la Corte, correlativamente el nexo causal entre el del presunto ofensor y el daño “dando lugar a que se exonere por completo al demandado del deber de reparación. Para que el demandado se libere completamente de la obligación indemnizatoria se requiere que la conducta de la víctima reúna los requisitos de toda causa extraña, en particular que se trate de un evento o acontecimiento exterior al círculo de actividad o de control de aquel a quien se le imputa la responsabilidad” (SC 19 may. 2011, rad. 2006-00273-01).
En idéntico sentido, se ha vuelto recurrente acudir al artículo 59 de la Ley  769 de 2002 para erigir de ella una especie de capitis deminutio de las personas allí enunciadas, que las obliga a estar acompañadas de mayor de 16 años para cruzar la vías. La Corte Constitucional en sentencia C-177 de 2016 señaló que… Entonces, una lectura detenida del precepto legal demandando, permite establecer, sin la menor duda, que el artículo 59 de la Ley 769 de 2002 no es una norma de tipo sancionatorio administrativo. Tampoco se puede interpretar la norma, pues ninguna de las disposiciones de la Ley así lo indica, en un efecto prohibitivo, que restringa los derechos de quienes no cuenten con la posibilidad de tener un acompañante.
En este punto conviene resaltar que el trastorno afectivo bipolar ninguna incidencia tuvo en este caso para estructurar a partir de ese tipo de enfermedad mental - que suele ser más común de lo que parece- como tampoco los lamentables intentos de suicidio, la excepción de culpa exclusiva de la víctima.

Las circunstancias fácticas probadas, en nada permiten, por lo demás, la aplicación del artículo 2357 del C. Civil, es decir, que Gloria María de las Mercedes se hubiese expuesto o imprudentemente al riesgo, puesto que no aparece la demostración de que haya incidido en los hechos, ni siquiera en una mínima parte. 
Incongruencia.

“3. En suma, cuando lo que se exige es la recuperación total de la salud de la víctima, el objeto de la pretensión no se reduce al pago de una determinada suma de dinero, sino que persigue el pleno restablecimiento del bienestar físico o corporal de la persona; de suerte que ninguno de los gastos que el juez estime razonables para lograr ese objetivo puede ser tildado de incongruente frente a aquella pretensión hasta tanto no se haya logrado el resarcimiento pleno.



Así ocurre en el caso que se analiza, donde se reclama el pago de los gastos derivados del daño corporal, los cuales, por su naturaleza, pueden prolongarse más allá del juicio indemnizatorio. De hecho, los costos de fármacos, atención médica, cuidado personal y, en general, las expensas necesarias para lograr la recuperación de la salud de la víctima, y que constituyen claramente emolumentos que el responsable de la lesión está llamado a cubrir, deben ser incluidos como rubros de la indemnización integral, aunque no se sepa a ciencia cierta por cuánto tiempo tendrán que sufragarse.

                       La solicitud de reparación de la salud, por tanto, no impone al juzgador ningún otro límite que no sea la rehabilitación o el recobro integral de la vitalidad. De ahí que aun cuando el actor no haya señalado en su demanda el total de la cuantía del daño -entre otras razones porque en muchos casos de lesiones corporales la duración del proceso de recuperación y el monto de los gastos a futuro son circunstancias imposibles de prever–, el funcionario judicial sí tiene la potestad y el deber de adoptar las medidas que estime indispensables para declarar la tutela jurídica que va envuelta en el objeto de la pretensión, por lo que ello no constituye una decisión inconsonante”...
8.3. Con fundamento en el anterior precedente, el daño emergente también incluirá la dotación de una cama hospitalaria, obligación de género en los términos del artículo 1566 del C.Civil, en tanto los accionados deberán entregar una cama nueva de una calidad a lo menos mediana. 

8.4. En  lo que toca con la necesariedad de que una persona que permanentemente atienda de manera personal a los cuidados de la víctima directa, Amílcar Salom, hizo referencia a 3 turnos que implicarían cada uno, por lo menos, una erogación de un salario mínimo, señalando que la atenciones generalmente están a cargo de auxiliares de enfermería por ser el tema de los cuidadores una formación nueva, en el caso de la enferma, el suministro de medicamento vía subcutánea, que implica cierto grado de responsabilidad, exige el perfil de auxiliar de enfermería, señalando las reglas de la experiencia que la remuneración de un empelados con esa capacitación supera un salario mínimo mensual, por lo que en razón de las directrices trazadas por el Tribunal en la sentencia citada y en especial de las precisiones que hizo la rectora de la jurisdicción ordinaria, el daño emergente se ampliará al reconocimiento de 1.5 salario mínimo legal durante la vida probable de la  paciente.

Daño a la vida de relación. Como señala la Corte “Total, para el caso de autos, en la cuantificación del daño a la vida de relación debe tenerse en cuenta su real dimensión, esto es, que Cecilia Hernández Vanegas sufrió la pérdida permanente de su capacidad de locomoción, lo que implica que en los años venideros su cotidianeidad no será igual, en tanto no podrá caminar, correr, así como realizar actividades en la misma forma en las cuales las ejecutaba, pues dependerá de otras personas,” de manera permanente, nunca no podrá adquirir las destrezas necesarias para valerse por sí mismas.

Deterioro de la calidad de vida, porque al contrario del previsto en el prolegómeno jurisprudencial anterior, las nuevas dificultades físicas de la codemandante no resultan superables. “Esto constituye hecho notorio, al denotar que la promotora se verá imposibilitada de cumplir actividades básicas como caminar de manera independiente, lo cual menguará su desempeño laboral y por contera su realización en tal campo de la vida, también el desarrollo de algunas prácticas lúdicas que impliquen actividad física, por solo mencionar algunas”5, en este caso, se itera, de manera definitiva.

Intereses a cargo de la aseguradora.  en sentencia SC1947-2021 del 26 de mayo de 2021, con ponencia del Magistrado Álvaro Fernando García Restrepo, la Cortes Suprema de Justicia dijo que estimar que con la notificación del auto admisorio de la demanda en la que se reclama a la aseguradora la indemnización a su cargo, sobreviene la mora de esta última, es anticipar indebidamente el momento en que ello tiene ocurrencia, pues dicha Corporación considera que la demostración del siniestro y de la cuantía de la pérdida puede ser resultado de la actividad probatoria cumplida en el proceso, incluso, en segunda instancia, y que es a partir de la sentencia cuando surge la obligación de la seguradora de reconocer intereses de mora, aunque de manera muy próxima en el tiempo había sostenido la tesis del a quo, incluso en ese línea esta misma Sala, la que ya tuvo oportunidad de acoger la nueva postura de la Sala de Casación Civil, pero que ahora reitera, contenida como se advirtió, en la reciente providencia.
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2021-007
               SALA CUARTA CIVIL DE DECISION

        Medellín, treinta (30) de agosto de dos mil veintiuno (2021)

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación que interpusieran los apoderados judiciales de ambas partes en contra de la sentencia proferida el 4 de febrero de 2021, por el Juzgado Veinte Civil del Circuito de esta ciudad, dentro del proceso verbal de responsabilidad civil extracontractual instaurado por Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, Olga Piedad y Martha Eugenia Navas Arboleda en contra de Jorge Luis Arango Ramírez, María Clara Arango Ramírez y HDI Seguros S.A.
I. ANTECEDENTES

1. Se solicitó en la demanda que se declarara civilmente responsables, en forma solidaria, a Jorge Luis Arango Ramírez en calidad de propietario y a María Clara Arango Ramírez en calidad de conductora del vehículo de placas ISS 426, por las lesiones sufridas por Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, en incidente vial ocurrido el 4 de junio de 2018, en la carrera 53 Nro. 56 -sic- del Municipio de Itagüí. Como consecuencia de la anterior declaración se les condene a pagarle a las demandantes los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales descritos en la demanda, en la modalidad y monto allí referido.

Igualmente que, se declare en el contrato de seguro celebrado entre el propietario del vehículo y la Aseguradora HDI Seguros, se configuró, con el accidente ocurrido, el siniestro para el amparo del seguro de responsabilidad civil extracontractual, en tal virtud, de resultar prósperas las condenas pedidas, se ordene a dicha a pagarles las sumas a las que sean condenados los demandados, más el pago de los intereses moratorios a tasa certificada por la Superintendencia bancaria desde la fecha de notificación del auto admisorio a dicha compañía y hasta el pago total de la misma. 
3. Los fundamentos fácticos de la demanda se narran en aquel escrito así:
a) El 4 de junio de 2018, en la carrera 53 Nro. 56 -sic- del municipio de Itagüí ocurrió un incidente vial en el cual resultó lesionada Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, en su calidad de peatona cuando fue golpeada por el vehículo de placas ISS 426 conducido por María Clara Arango Ramírez, quien realizaba maniobras de reversa sobre la carrera 53 y cuando la actora se disponía a cruzar la calle por la cebra generándole graves lesiones.
b)  Refiere el libelo, que el 25 de julio de 2018, la Secretaría de Movilidad del Municipio de Itagüí, expidió la Resolución 5692 en la cual declaró contravencionalmente responsable a María Clara Arango Ramírez.
c) Se dice en la demanda que Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, fue valorada por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses el día 6 de noviembre de 2018, el cual dictaminó:

“…ANÁLISIS, INTERPRETACIÓN Y CONCLUSIONES:

Al examen presenta lesiones actuales consistentes con el relato de los hechos. Mecanismo traumático de lesión: Contundente. Incapacidad médico legal DEFINITIVA CIEN (100) DIAS. SECUELAS MÉDICO LEGALES.  Deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente por lo ostensible de las cicatrices, y la postración en silla de ruedas; perturbación funcional de órgano sistema de locomoción del equilibrio y sistema de la excreción urinaria y fecal, de carácter permanente por la limitación de los movimientos de la marcha y las limitaciones de la excreción urinaria y fecal”

d)  El 10 de mayo de 2019 fue sometida a examen de pérdida de la capacidad laboral por la Junta Regional de Invalidez de Antioquia, quien dictaminó una pérdida de capacidad del 74.95%.
e) Narra la demanda que Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, contaba para el momento del accidente con 62 años, y con una probabilidad de vida de 25.3, según la Resolución 1555 de 2010, y realizaba oficios varios a domicilio en varias casas.

f) El núcleo familiar de Gloria Mercedes, está conformado por sus hermanas Olga Piedad y Martha Eugenia, de quienes se afirma, han padecido una múltiple aflicción y congoja tras el accidente y las lesiones tan delicadas que sufrió su hermana.

4. Oportunamente los convocados, a través de apoderado judicial, dieron respuesta así:
4.1. Jorge Luis Arango Ramírez y María Clara Arango Ramírez por intermedio de profesional del derecho, dieron respuesta a la demanda aceptando como ciertos algunos de los supuestos fácticos narrados por la demandante, y negaron otros, se opusieron a la prosperidad de las pretensiones de la demanda, aduciendo, que a la conductora no puede endilgársele la responsabilidad que allí se invoca, pues al retroceder su vehículo lo hizo con el extremo de precauciones, despacio, señalando que era una maniobra imperativa, ya que la vía por la cual transitaba se encontraba cerrada con maletines de señalización, debido a obras que se realizaban en dicho tramo. La demandante de manera imprudente se lanzó a cruzar la vía por detrás del vehículo que tenía encendidas las luces de parqueo, sin que fuera cierto, que aquélla estuviese cruzando la vía por la cebra, además que sus familiares dejaron que la peatona cruzara sola la vía, a pesar de su condición de salud que requería el acompañamiento de alguien responsable.
Como medios exceptivos formularon:

(i) Causa extraña en la modalidad de culpa exclusiva de la víctima directa, lo que constituye un hecho exclusivo de un tercero, respecto de quienes reclaman como víctimas indirectas. Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, faltó al deber objetivo de cuidado que le es exigible también a los peatones cuando hacen parte de la vía pública, Para la época del accidente el estado de la vía estaba siendo intervenida con trabajos de finalización de construcción de esta, lo que hizo que tuviese señalización móvil. Para el momento del accidente la actora , contaba con 60 años y con serios antecedentes psiquiátricos, como lo es el trastorno afectivo bipolar (TAB), con intentos de suicidio que hicieron que ésta tuviera que ser recluida en varias ocasiones en centros médicos especializados, por lo que según lo establece el artículo 59 del Código Nacional de Tránsito, dada su condición, debió estar acompañada por un adulto mayor de 16 años, a lo que se suma que , cruzó la vía por fuera de la zona peatonal, como se constata con el lago hemático generado por la caída sobre el pavimento, resulta bastante claro que, si la peatona hubiese cruzado por la cebra, se hubiere encontrado con el vehículo de frente, y no hubiese impactado a éste en su parte trasera.
(ii) Inexistencia de la obligación de indemnizar y ausencia de culpa del demandado. Conforme a la excepción de culpa exclusiva de la víctima, esto es, la de la peatona, quien más que aportar con su simple conducta, lo hizo obrando culposamente.
(iii) Falta de legitimación en la causa por pasiva, en concordancia con la excepción de inexistencia de la obligación. Operó el eximente de responsabilidad “CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA” que rompe el nexo de causalidad, y en consecuencia no habrá obligación indemnizatoria en cabeza de los demandados.
(iv) Tasación excesiva de perjuicios. Las demandantes tasan y reclaman unos perjuicios en exceso sin que exista prueba de las sumas reclamadas.
(v) Reducción del monto indemnizable. En el evento que no prospere la excepción de culpa exclusiva de la víctima, se propone la reducción de una eventual indemnización, y en caso de que se determine que la parte demandada tuvo incidencia en el resultado dañoso, deberá reducirse el monto de la indemnización, teniendo en cuenta el actuar culposo de la peatona.
4.2.   HDI Seguros S.A., demandada en acción directa y llamada en garantía r por los demandados, se opuso a las súplicas de la demanda, aduciendo que en un primer análisis llegase a descartarse la responsabilidad civil del asegurado, necesariamente tendría que descartarse la responsabilidad de la compañía aseguradora, a la que solo se le atribuiría tal consecuencia jurídica, en virtud del contrato de seguro en el cual funge como asegurado Jorge Luis Arango Ramírez. 

Frente a la demanda principal indicó que no protagonizó ni presenció ninguno de los hechos narrados, así como tampoco le consta la ocurrencia del accidente, manifestando atenerse a la prueba documental arrimada al proceso, siempre que se le de valor probatorio.

Como excepciones formuló las siguientes:

(i) Causa extraña. comportamiento culposo de Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, como causa exclusiva de los perjuicios cuya indemnización se pretende. Navas Arboleda se comportó culposamente al cruzar la calle por un lugar no indicado para tal fin, sin compañía, como lo exigen las normas de tránsito. 
(ii) Reducción del monto indemnizable por culpa de Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda Conforme el artículo 2357 del Código Civil, por el comportamiento culposo de Navas Arboleda, al no tomar las medidas necesarias para realizar el cruce de la vía, que sería cruzar por los lugares indicados (como es el caso de los pasos y puentes peatonales) y dadas sus condiciones particulares de salud, estar acompañada por una persona mayor de 16 años.
(iii) inexistencia de daño emergente pasado. La parte actora pretende acreditar la existencia de un daño emergente por concepto del supuesto pago realizado al enfermero Amílcar Andrés Salom, para la obtención de valoración de enfermería sobre Navas Arboleda. No obstante, se recuerda que, en caso de que dicho desembolso exista, este cuenta con una regulación y manejo especial descrito en el artículo 301 del Código General del Proceso relativo a las costas y agencias en derecho.
(iv) Inexistencia de daño emergente futuro. Se destaca que del material probatorio aportado con la demanda se desprende que Gloria Mercedes del Socorro reside y se encuentra bajo los cuidados de un hogar geriátrico. Motivo por el cual, no puede ser cierto que las demandantes desembolsen el pago al que hacen referencia por concepto de servicios de enfermería.
(v) Excesiva e indebida estimación de lucro cesante consolidado y futuro. Deben ser demostrados en estadio de certeza tanto en su existencia como en su extensión. No es cierto que Gloria Mercedes contara con 62 años para la fecha de los hechos, toda vez que, conforme a su registro civil de nacimiento, contaba con 62 años, 8 meses y 10 días, tiempo adicional que no fue descontado en el cálculo. De acuerdo con lo anterior, no contaba con una expectativa de vida de 303.6 meses para la fecha de los hechos, sino de 295,27 meses.
De otro lado, se advierte, que de las pruebas aportadas no demuestran el ingreso mensual reclamado. era una persona inactiva laboralmente inactiva que ya superaba la edad de jubilación de las mujeres en nuestro país, tampoco se acredita que laborara bajo el amparo de un contrato de trabajo, por lo que es improcedente aumentar el 25% a la base salarial por concepto de prestaciones sociales cuando no se cumple con el requisito que exige la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.
(vi) Inexistencia de daño a la vida de relación.  En el caso concreto, si bien es cierto que eventualmente podría llegar a ser demostrado un daño a la vida de relación de Gloria Mercedes del Socorro Navas (aunque no de la inmensa entidad y cuantía pretendida  en la demanda), resulta  evidente  que para sus hermanas Olga Piedad y Marta Eugenia Navas Arboleda, no se produjo la variación grave, relevante, superlativa y significativa en sus condiciones de existencia, o en su relación con las cosas y sujetos del mundo, necesaria para que pudiese concederse este tipo de indemnización. Mas si se tiene en cuenta que del material probatorio aportado con la demanda se desprende que, Gloria Mercedes reside y se encuentra bajo los cuidados de un hogar geriátrico y no depende del cuidado de sus hermanas.
(vii) Excesiva tasación de perjuicios extrapatrimoniales. En particular frente al daño a la vida de relación, basta con señalar carece de cualquier fundamento jurídico y jurisprudencial el monto solicitado, en especial por Olga Piedad y María Eugenia Navas Arboleda, por lo que deberán acreditarlo como un perjuicio autónomo frente al daño moral en toda su extensión y alcance. 
Frente al llamamiento en garantía formuló las siguientes excepciones:
(i) Ausencia de Siniestro. El amparo de la póliza que eventualmente se afectaría en caso de demostrarse la responsabilidad de los demandados, sería el de responsabilidad extracontractual que se describe en las condiciones generales de la póliza. Por tanto, en la medida en que no es posible predicar responsabilidad civil del Asegurado, no se hace exigible responsabilidad alguna en cabeza de HDI Seguros con base en la póliza No. 4046074.
(ii) Suma asegurada y otros Imites a la indemnización previstos en la Póliza. En el eventual caso de prosperar las pretensiones del demandante en contra de los, se solicita respetuosamente al Despacho observar y aplicar las siguientes disposiciones contractuales, relativas a los límites de indemnización pactados en el contrato de seguro, aplicables a todos los amparos contratados bajo la cobertura de responsabilidad civil extracontractual: En la carátula de la póliza de seguro de automóviles No. 4046074 con vigencia entre el 23 de junio de 2017 hasta el 23 de junio de 2018, se señaló la suma asegurada (límite máximo de indemnización) para el amparo de responsabilidad civil extracontractual que fue contratado. 
II. SENTENCIA APELADA
El Juzgado Veinte Civil del Circuito de Medellín, mediante sentencia del 4 de febrero de 2021, declaró civil y solidariamente responsables a los demandados de los perjuicios causados a las demandantes. Como consecuencia de dicha declaración condenó a los demandados Jorge Luis y María Clara Arango Ramírez a cancelar a favor de las demandantes las siguientes sumas:
a. A favor de Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda: 

Por perjuicios morales: 70SMLMV 

Por daño a la vida de relación: 30 SMLMV 

Por lucro cesante consolidado: $21’478.472,77 

Por lucro cesante futuro: $93’602.298.95 

Por daño emergente futuro: 142’980.246,85 

b. A favor de Olga Piedad Navas Arboleda:

 Por perjuicios morales:20 SMLMV 

Por daño a la vida de relación: 10 SMLMV 

b. A Marta Eugenia Navas Arboleda: 

Por perjuicios morales: 20 SMLMV 

Por daño a la vida de relación: 10SMLMV 

Condenó a la aseguradora HDI, en virtud del contrato de seguro, a cancelar las condenas impuestas en el numeral anterior, esto por estar amparadas en el límite contratado por el asegurado, fijado en $3000’000.000 por concepto de responsabilidad civil extracontractual y de 1000 SMLMV a razón de perjuicios extrapatrimoniales. 

Sobre dichas sumas dijo el juez, que la aseguradora cancelará intereses moratorios de que trata el artículo 1080 del Código de Comercio, a partir del 13 de febrero de 2020. Quinto: Condenar en costas a la demandada y a favor de la parte demandante. 
Para llegar a dicha decisión, consideró el fallador que de acuerdo a lo probado dentro del proceso, no podía concluirse situaciones fácticas contrarias a las que edifican los elementos de la responsabilidad reclamada, así: en cuanto al hecho imputable está el hecho de que Gloria del Socorro Navas Arboleda fue golpeada por María Clara, mientras está última realizaba una maniobra de reversa con su vehículo; en cuanto al daño padecido por la víctima directa, dijo, que en la historia clínica de aquella, se evidencia que fue diagnosticada con traumatismo intracraneal no especificado, fractura del malar y del hueso maxilar superior, lo que le arrojó una pérdida de capacidad laboral de un 74.95%; y frente al nexo causal, agregó, que se tuvo evidencia que el 4 de junio de 2018 ocurrió un accidente en el cual estuvo involucrada la víctima directa, junto con el vehículo conducido por María Clara Arango Ramírez, y que en este caso en particular a los demandados les correspondía probar una causa extraña para romper el nexo de causalidad,  hecho que no ocurrió, pues adujo que conforme el material probatorio arrimado al proceso y de la declaración de parte rendida por la conductora del vehículo, de la historia clínica de la víctima, del informe pericial rendido por el Instituto de Medicina y Ciencias Forenses, y el dictamen de pérdida de capacidad laboral, permiten colegir en una relación de causa efecto entre el hecho y el daño, permiten inferir que las lesiones y traumas sufridos por la víctima directa le fueron causados en el accidente acaecido el 4 de junio de 2018, pues dijo que quedó probado que María Clara, no vio a Gloria Mercedes cuando realizaba maniobra de reversa, y así fue corroborado en su declaración de parte, y le causó las lesiones a Gloria Mercedes.
Con respecto a que la peatona debió cruzar la calle acompañada de un mayor de 16 años, por la edad, y su condición mental, dijo el fallador que, si bien la víctima directa contaba con 62 años, no puede considerarse como persona de la tercera edad, para lo cual citó jurisprudencia al respecto, y sobre el trastorno bipolar padecido por Gloria Mercedes, agregó que ninguna interversión causal es atribuible al resultado dañoso, al menos en el aspecto probatorio.
III. LA IMPUGNACIÓN
Inconforme con la decisión esta fue recurrida por los apoderados judiciales de todas las partes, exponiendo de manera breve sus reproches en la audiencia, ante el juez de primera instancia, y dentro de los 3 días siguientes fueron ampliados de manera escrita así:

1. El apoderado de la parte demandante.
1. El juez de primera instancia incurrió en un defecto fáctico al dar por probado, sin estarlo, que los cuidados que actualmente recibe la señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS, son suficientes para atender su condición médica y secuelas derivadas del accidente de tránsito. 
2. El fallador nuevamente incurre en un defecto fáctico al pretermitir la prueba, específicamente el informe de valoración de necesidad por enfermería y el testimonio rendido por el enfermero AMILCAR ANDRÉS SALOM, medios que acreditan de manera suficiente los costos de los cuidados requeridos por la demandante y que estos deben ser brindados por personal con capacidades específicas y experiencia aplicada. 

3. Los anteriores yerros llevaron al fallador a realizar un reconocimiento y tasación incorrecta del daño emergente por concepto de gastos y cuidados médicos. 

4. El Juez de instancia desconoció la magnitud e intensidad del daño, lo que generó una indebida estimación del perjuicio extrapatrimonial en sus modalidades de daño moral y daño a la vida en relación.

DESARROLLO DE LOS REPAROS NUMERADAS COMO 1, 2 y 3

 “…Se equivocó el fallador al liquidar el daño emergente futuro, tomando como base para su reconocimiento la suma de Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($950.000), al ser esta la suma que las demandantes actualmente pagan al hogar geriátrico en el cual se encuentra la señora GLORIA MERCEDES NAVAS, teniendo por probado de esta manera, sin estarlo, que dicho valor y los cuidados básicos que actualmente recibe la señora GLORIA, son suficientes para atender sus necesidades derivadas del accidente de tránsito. 
“…esa erogación que realiza la familia se da en razón de que no pueden costear un lugar que tenga los cuidados adicionales que requiere la víctima directa, los cuales fueron probados, sin ser la condición actual de la víctima un criterio objetivo para tasar el perjuicio daño emergente futuro, máxime si tenemos en cuenta que allí se brindan unos cuidados básicos que no comprenden la totalidad de los realmente requeridos por la demandante GLORIA NAVAS. 
“Se reprocha la valoración de la prueba que sobre este punto realizó el fallador de primera instancia, quien de la declaración del enfermero AMILCAR ANDRES SALOM GONZÁLEZ, únicamente extrajo o tuvo en cuenta que en su visita encontró a la señora GLORIA MERCEDES en buenas condiciones, afirmación descontextualizada, inconducente, e insuficiente para determinar la idoneidad de las atenciones médicas que actualmente requiere la víctima directa. Resulta evidente que no se realizó una valoración conjunta e integral de las pruebas, en especial de la totalidad de la declaración del enfermero AMILCAR SALOM y el informe de necesidades de cuidados de la empresa TE ASISTIMOS ENFERMERIA, sustentado por este en su declaración. 
“Estos elementos de prueba describen los cuidados permanentes requeridos por la señora GLORIA, entre ellos, asistencia para su alimentación, asistencia para la ambulación y para el vestido y acicalamiento, para conciliar el sueño, el descanso, y fisioterapia, los cuales no pueden ser brindados en el hogar en que actualmente reside la demandante, quien no tiene que estar en un mal estado en su hogar geriátrico, para resultar evidente su necesidad, circunstancias que fueron explicadas por el enfermero AMILCAR SALOM; veamos la respuesta otorgada ante pregunta que le hiciera el Juez:

Según lo expuesto podemos concluir que en el hogar geriátrico en que reside actualmente la víctima directa, no se brindan la totalidad y calidad de cuidados requeridos, ni se cuentan con instalaciones privadas que les brinden a GLORIA y su familia la privacidad necesaria para sentirse a gusto y que pudieren acercarse a las condiciones de vida que tenía GLORIA antes del accidente, sin perder fuerza probatoria o aptitud de convencimiento lo probado, por el siempre hecho de la víctima está en buenas condiciones, las cuales no son incompatibles con la necesidad de atención adicionales.
 El análisis realizado por el fallador de primera instancia se aparta por completo del principio de reparación integral, pilar de la responsabilidad civil, según el cual, se debe regresar a la víctima al estado en que se encontraba antes del accidente, o aquel que fuere más cercano, lo que implica brindar todos los cuidados requeridos y que le otorguen a la paciente una mayor calidad de vida, como la que tendría si no se hubiera producido el accidente, de allí que resulte a todas luces improcedente pretender que esta continúe pagando y habitando en el hogar geriátrico donde no tiene las condiciones de vida requeridas.
 Se advierte como un absurdo premiar al causante del daño, y en cabeza de quien recae la obligación indemnizatoria, imputándole un pago menor al del perjuicio realmente causado, desconociendo a todas luces que la suma que se está pagando al hogar geriátrico obedece a la imposibilidad de cubrir los cuidados realmente requeridos, y a la ausencia a la fecha de la indemnización procedente que permitiría la contratación del personal necesario. 

(…)
Destacamos la conducta pasiva desplegada por los demandados, quienes en ningún momento aportaron otra cotización o prueba que permitiera desvirtuar la necesidad permanente de enfermería, y el costo del turno de 12 horas por un valor de $98.000, por el contrario recordemos que durante el proceso se demostró que dicho valor en la actualidad es aún superior al cotizado al momento de la presentación de la demanda, esto es, $110.000, conforme lo indicó el enfermero AMILCAR SALOM durante su declaración, circunstancia que permite concluir que la pretensión solicitada no es irracional, ni caprichosa, ni tiene como fin el enriquecimiento de la víctima. 

Con todo lo anterior, y si el Honorable Tribunal considerara que el valor defendido y probado no resulta razonable, la conclusión de tasarlo en $950.000 tampoco lo es, y por el contrario, se aleja de los fundamentos fácticos del presente proceso, especialmente de las secuelas que padece la señora GLORIA, e incluso de criterios de equidad según los cuales se debe tener en cuenta que el costo de un enfermero o cuidador no podría ser inferior a 1 SMLMV, valor que debe ser ADICIONAL AL HOGAR GERIÁTRICO, y, que de conformidad con la necesidad de enfermero permanente las 24 horas, se requeriría como mínimo 3 enfermeros al mes que puedan atender a la señora GLORIA para un total de 3 SMLMV, gastos mínimos mensuales que requiere la demandante para cubrir la totalidad de sus necesidades.
“DESARROLLO DEL REPARO NUMERADO COMO 4. …En el caso concreto, la prueba allegada al proceso es abundante y suficiente para acreditar la existencia, magnitud y gran intensidad del daño padecido por la señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS, y sus hermanas OLGA PIEDAD y MARTA EUGENIA, elementos probatorios que no fueron valorados de manera integral por el A Quo.

Es claro entonces que lesiones de esta suma gravedad implican o hacen necesaria una indemnización superior al valor tasado por el juez de primera instancia, es más, a su reconocimiento tal como fue pedido en la demanda. Sobre este punto resulta sumamente útil tener en cuenta la sentencia proferida por el Tribunal Superior de Medellín el 19 de abril de 2018, M.P. Martín Agudelo Ramírez, radicado 05001310301320160088401, proceso en el cual la víctima directa padecía igualmente secuelas graves que conllevaron a una calificación de pérdida de capacidad laboral del 84%, y dentro del cual se estableció como valor indemnizable de la víctima directa un valor equivalente a 200 SMLMV por concepto de daño a la vida de relación y 100 SMLMV por daño moral…”
2. El apoderado de la parte demandada formuló sus reproches así:
1. EXISTENCIA DE CAUSA EXTRAÑA EN LA MODALIDAD DE CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCITMA O SUBSIDIARIAMENTE LA REDUCCIÓN DEL MONTO INDEMNIZABLE 
En la sentencia recurrida se dio por probada la responsabilidad civil extracontractual en cabeza de mis prohijados, ello habida cuenta que no se valoraron en debida forma los diferentes medios de convicción que acreditan la existencia del factor extraño. 
De acuerdo a lo anterior, los motivos por los cuales se considera que se configuró la culpa exclusiva de la víctima directa son los siguientes: 
a. La señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS ARBOLEDA transitaba por fuera de la cebra peatonal: Se dijo en la providencia que no se pudo acreditar que la señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS ARBOLEDA estuviera atravesando la vía por fuera de la cebra peatonal, pues dicho razonamiento no iba más allá de los meros dichos de la parte demandada. Contrario a ello, en el expediente hay múltiples elementos que valorados en su conjunto (artículo 176 del C.G.P.) muestran de manera irrefutable que la peatona cruzaba la calzada por un lugar prohibido (artículos 57 y 58 numeral 2 del Código Nacional de Tránsito). 
A continuación, entonces me referiré a las pruebas y al contenido que ellas muestran:
 i. Croquis contenido en el informe de tránsito: Enseña que la parte trasera del vehículo se encuentra por fuera de la cebra peatonal, igualmente no hay huella de frenado o de arrastre que pueda enseñar otra cosa.
La sentencia censurada se ampara también en este medio de prueba (esto es, el croquis) para dar probado que la peatona no cometía ninguna irregularidad, al manifestar que la trayectoria se encuentra graficada sobre la mencionada cebra, sin embargo, debe decirse que ese argumento no puede ser de recibo pues debe tenerse en cuenta que el autor de ese documento es un agente de tránsito que llegó al lugar de los hechos momentos después de la ocurrencia del incidente cuando ya la señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS ARBOLEDA había sido retirada por el personal de primeros auxilios, de hecho de esa situación se dejó nota en las observaciones (numeral 13) el mencionado informe.

Aunado a ello, para la fecha en la cual se levantó el informe policial de accidente de tránsito que fue el mismo 04 de junio de 2016 ni la misma peatona podía dar fe del lugar por el cual atravesaba la calle habida cuenta que en las notas de ingreso se describe que la paciente tuvo pérdida del conocimiento y permaneció desorientada
Luego podría pensarse que el agente de procedimiento pudo haber identificado la situación acá reprochada a través de un tercero, sin embargo, nótese que en el espacio destinado para consignar testigos en el informe de tránsito (numeral 12) quedó en blanco

Es que el mismo actuar del agente de tránsito vulnera el anexo técnico de la Resolución 001268 de 2012 expedida por el Ministerio de Transporte, en la cual se consigna: Los vehículos movidos, trasladados o que hayan huido del lugar de los hechos no se diagramarán en el croquis (bosquejo topográfico), sin embargo, se hará la observación pertinente. De igual manera se procederá con las víctimas que hayan sido retiradas o movidas del lugar de los hechos, a menos que se aprecie claramente la silueta de la posición final. 
Como razón en contrario de lo aquí expuesto podría decirse que el funcionario que elaboró el documento no fue citado a rendir declaración dentro de esta causa judicial o que MARÍA CLARA ARANGO RAMÍREZ aceptó el informe de tránsito, a pesar de ello debe decirse que ni lo uno ni lo otro puede prosperar, pues atendiendo las reglas de la sana crítica el juez está en el deber de valorar las pruebas en su integridad, y estas de conformidad con lo reseñado enseñan una realidad bastante disímil a la que se plasmó en la sentencia judicial

ii El testimonio de MARÍA CAMILA VANEGAS GARCÍA: Es contundente en señalar que, ante el golpe, lo que hizo MARÍA CLARA ARANGO RAMÍREZ fue frenar de inmediato, y que esa misma es la posición final graficada en el croquis, …
El contenido de dicha prueba en conjunto con el informe de tránsito demuestra que, la colisión se dio en la misma posición final del vehículo de placas ISS426, esto es, por fuera de la cebra peatonal, lugar prohibido para el tránsito de peatones.
 iii. Las fotografías aportadas con la contestación de la demanda: 
Ellas muestran el vehículo por fuera de la cebra peatonal, tal como lo reconoció la testigo antes citada, y lo cual corrobora la infracción al deber objetivo de cuidado en el cual incurrió la demandante GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS ARBOLEDA. 
Es que como bien lo expuso el abogado de la aseguradora en la contestación de la demanda, de haberse producido la colisión dentro de la cebra y teniendo en cuenta la posición final del automóvil, lo que habría sucedido es que la peatona hubiese sido arrollada y en vez de quedar contiguo al vehículo, hubiese quedado debajo de él. 
b. La señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS ARBOLEDA transitaba sola a pesar de su diagnóstico psiquiátrico: Como quedó claramente demostrado por la propia historia clínica aportada por la misma parte demandante, la señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS ARBOLEDA padecía una enfermedad psiquiátrica denominada trastorno afectivo bipolar, por lo cual ella ya había tenido intentos de suicidio. 
Asimismo, dentro del expediente quedó probado que la citada peatona al momento del accidente transitaba sin un acompañante.
….
Contrario a lo argumentado por el a quo deben tenerse en cuenta las siguientes circunstancias: 
i. La conducta descrita es una infracción al artículo 59 del Código Nacional de Tránsito, por consiguiente, constituye violación de reglamentos que a su vez no puede significar otra cosa que una conducta culposa. 
. 
ii.  Aunque los testigos dijeron que la señora NAVAS ARBOLEDA era una   persona normal, no menos cierto es su diagnóstico, el intento de suicidio y la necesidad de medicamentos que alteran el estado de conciencia para contrarrestar los efectos de la patología. 
iii. La infracción al deber de solidaridad consignado en el artículo 95 de la Constitución Política por parte de su familia, al no acompañarla a pesar de saber y conocer el estado de salud de la señora GLORIA MERCEDES. 
iv. La presencia de una persona mayor de 16 años sin duda habría permitido que otro fuera el desenlace de los hechos, pues sus reflejos, estado de alerta y atención son sin duda muchos mejores de los cuales pudo haber tenido la demandante en aquel momento.
2. EXISTENCIA Y EXTENSIÓN (CUANTÍA) DE PERJUICIOS EXTRAPATRIMONIALES EN FAVOR DE LAS SEÑORAS MARTA Y OLGA NAVAS ARBOELDA

De acuerdo a los medios de prueba oportuna y debidamente decretados y practicados en esta causa quedó demostrado que las señoras MARTA y OLGA NAVAS ARBOLEDA, no sufrieron daño a la vida de relación. 

La anterior afirmación tiene asidero toda vez que del propio interrogatorio de parte y de los testimonios arrimados al proceso pudo evidenciarse que ambas continuaron con su vida familiar, quehaceres diarios y vida cotidiana sin ningún inconveniente, es decir, su estilo de vida no se ha visto modificado de manera ostensible.

 Ahora en lo que concierne a la cuantía de los diferentes perjuicios extrapatrimoniales el juez deberá valorar entre otras circunstancias, muy especialmente documentos tales como la historia clínica de la Clínica del Prado fechada del 06 de mayo de 2020 (página 38) en la cual se narra lo siguiente: 

“Se habla telefónicamente con Olga hermana de la paciente y se le informa sobre el estado crítico de doña Gloria, doña Olga manifiesta estar de acuerdo con no realización de maniobras de reanimación ni traslado a UCI ni a UCE”.

 Esa situación fue corroborada por la testigo LUZ DARY RÍOS.
En ese orden de ideas, solicitamos que sea revalorada la existencia de los perjuicios extrapatrimoniales en cabeza de las aludidas demandantes, teniendo en cuenta las circunstancias aquí expuestas.
3. EXTENSIÓN (CUANTÍA) DEL LUCRO CESANTE 
Dicho perjuicio fue concedido de manera exagerada toda vez que no se tuvieron en cuenta situaciones como el pago de incapacidades por más de 6 meses a razón de un salario mínimo legal mensual vigente a cargo de la E.P.S. y los $4.000.000 que manifestó su hermana se recibieron por reclamación que en su momento se hiciere al SOAT. 
4. EXISTENCIA Y EXTENSIÓN (CUANTÍA) DEL DAÑO EMERGENTE POR MANUTENCIÓN EN HOGAR GERIÁTRICO – SANCIÓN POR INDEBIDA TASACIÓN DE PERJUICIOS
a. Incongruencia
 Este perjuicio fue solicitado por la parte demandante debido a la asistencia por enfermería por turno de 24 horas, para lo cual se allegó un informe suscrito por el señor AMILCAR ANDRÉS SALOM GONZÁLEZ, por lo cual se pretendió la suma de $917.678.556. 
A pesar de que la pretensión se construyó sobre los anteriores supuestos, el juez de la causa de manera correcta concluyó que no había necesidad de dichos servicios de conformidad con el interrogatorio que se surtió al señor SALOM GONZÁLEZ. 
A pesar de lo anterior, el Despacho condenó a la parte demandada por la suma de $142.980.246 por concepto de daño emergente teniendo en cuenta para ello las mensualidades que manifestaron pagar los hermanos por la permanencia de la señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO NAVAS ARBOLEDA en un hogar geriátrico llamado “Sol y luz”.

De lo anterior debe concluirse que se presentó una violación al principio de congruencia al conceder, si bien un perjuicio de la misma categoría, amparado en unos hechos totalmente diferentes, pero jamás alegados en la demanda, esto es configurándose un fallo extra petita.

b. Ausencia de prueba del gasto 
Como ya se mencionaba anteriormente el juzgador de instancia dio por probado el daño emergente al cual condenó con fundamento en las declaraciones de las hermanas de la señora GLORIA MERCEDES DEL SOCORRO y una de las testigos. 
Al respecto debe decirse que dichos medios de prueba no pueden resultar pertinentes para probar los referidos supuestos de hecho atendiendo que:
i . El interrogatorio de parte tiene por finalidad únicamente la confesión.
ii. Tratar de probar obligaciones originadas en contrato o convención, o el correspondiente pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito, deberá apreciarse por parte de juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, como lo prescribe el inciso 2° del artículo 225 del C.G.P. 
De conformidad con lo expuesto, el daño emergente no está probado y por consiguiente la condena en ese sentido es inviable. 
c. Falta de perjuicio personal
 En caso de que se opte por darle crédito a las meras declaraciones de la parte demandante, deberá tenerse en cuenta, como bien lo expresó el apoderado judicial de la aseguradora, que las propias demandantes han afirmado que la supuesta cuota que se debe pagar en el hogar “Sol y luz” es pagada por todos los hermanos que en total son 6, razón por la cual el perjuicio deberá dividirse en razón de lo que cada uno aparentemente paga y no reconocerlo como un todo. 
Lo anterior se compadece con el requisito del perjuicio que enseña que el mismo debe ser personal, cuyo significado no es otra cosa, sino que solo puede demandar la indemnización de perjuicios quien lo sufre, razón por la cual en caso de que una persona diferente lo haga carecerá de la aludida exigencia.

d. Sanción del juramento estimatorio 

De mantenerse este preciso rubro dentro de los límites del inciso 4° del artículo 206 del C.G.P. le solicito señor Juez se dé aplicación a la sanción allí consagrada, siempre en presencia del supuesto normativo toda vez que se observa una ostensible diferencia entre la cantidad estimada y la probada…”

3. El apoderado de HDI Seguros, formuló sus reproches en los siguientes términos

“…1. No haber entendido el a quo que en el presente caso se configuró culpa de la víctima como causa exclusiva o concurrente del daño.

 Desde la respuesta a la demanda y al llamamiento en garantía, mi representada presentó argumentos serios sobre la presencia de la culpa de la señora Gloria Mercedes del Socorro Navas como causa exclusiva o concurrente del daño. …
De conformidad con lo anterior, en el caso concreto, con las pruebas que fueron aportadas por las partes y practicadas en el desarrollo del proceso no queda duda de que, en el plano físico, ocurrió un accidente de tránsito el 04 de junio de 2018 entre el vehículo de placas ISS 426 y la señora Gloria Mercedes del Socorro quien se movilizaba como peatón.

Pese a lo anterior, de las siguientes circunstancias se puede concluir que en la causación física del hecho descrito la señora Gloria Mercedes del Socorro obró con culpa y que este elemento no fue considerado por el a quo, quien solo analizó la conducta desplegada por la conductora del vehículo de placas ISS 426, como paso a explicar: 
1. El contenido del artículo 57 de la Ley 769 de 2002 es enfático al señalar que “… cuando un peatón requiera cruzar una vía vehicular, lo hará respetando las señales de tránsito y cerciorándose de que no existe peligro para hacerlo”. 
Al respecto, se encuentra acreditado que la señora Gloria Mercedes del Socorro se dispuso a cruzar por una amplia calzada de tres carriles a las 6:50 de la tarde y no se percató del peligro que representaba un vehículo detenido, con señales estacionarias, en el carril opuesto y que no tenía otra alternativa que retroceder porque la vía por la cual se dirigía, porque esta se encontraba completamente bloqueada por obras públicas; tal como lo manifestaron las señoras María Clara Arango y María Camila Vanegas en sus declaraciones y en el trámite contravencional. 
Sobre el particular, contrario a lo manifestado por el Juez, el hecho de que la calzada sobre la que se dirigía la señora María Clara se encontrara completamente bloqueada, es sumamente relevante, pues a la conductora no se le podía exigir quedarse esperando en mitad de una intersección a que terminaran la obra para poder pasar, sino que debía retroceder para tomar la salida más próxima al carril derecho sobre el que se dirigía, en los términos del inciso final del artículo 70 de la Ley 769 de 2002. 
Así las cosas, tal como lo indica el artículo 57 del referido estatuto, es claro que una persona no puede cruzar una vía vehicular de forma descuidada y desinteresada. Más aún, cuando: (i) de entrada, el cruce es peligroso por las características de la vía y las circunstancias de tiempo, y, (ii) cuando desde antes de comenzar la maniobra puede esperar que desaparezcan los peligros para que esta se pueda ejecutar de forma segura. 
2. De igual forma, en caso de que la señora Gloria Mercedes del Socorro haya avizorado el peligro y aun así haya emprendido el cruce de la calzada confiando en que podía terminar de atravesarla antes de que el vehículo de placas ISS 426 finalizara la maniobra de retroceso, nos encontramos ante una conducta abiertamente imprudente que contraría las prohibiciones contenidas en el artículo 57 y el numeral 4 del artículo 58 de la Ley 769 de 2002.

3. La señora Gloria Mercedes del Socorro no se encontraba cruzando por la cebra peatonal. 
Al respecto, la única prueba que indica que esta sí cruzaba por la cebra es la posición inicial plasmada en el croquis de accidente de tránsito. Sin embargo, se deberá tener en cuenta que en la mayoría de los casos los inspectores de tránsito que atienden los accidente no son testigos de los hechos, sino que elaboran un dibujo del accidente a partir de las posiciones finales de los implicados. De esta manera, en el presenté caso lo que se acreditó es lo siguiente: 
3.1. Que la señora María Clara Arango detuvo su vehículo inmediatamente sintió el contacto, como lo manifestó en su declaración y en el trámite contravencional.
 3.2. Que no existen huellas de frenado o arrastre que indiquen que el vehículo de placas ISS 426 se encontraba circulando a una elevada velocidad o que no se detuvo inmediatamente. 
3.3. Que el vehículo atravesó casi por completo la cebra peatonal antes del contacto, como lo muestra la posición final del rodante en el croquis. 
3.4. Que la posición final de la señora Gloria Mercedes se encuentra a un metro del vehículo como lo indica la mancha de sangre perceptible en las fotografías aportadas por María Clara y Jorge Luis Arango en su contestación; aspecto que fue confirmado por la señora María Camila Vanegas en su declaración. 
De conformidad con lo anterior, queda desvirtuado el hecho de que la señora Gloria Mercedes del Socorro haya “volado” más de dos metros con el impacto. Más aún, cuando no fue citada como testigo ninguna de las personas que presenciaron directamente los hechos. 
Así las cosas, es mecánicamente imposible que el accidente se haya producido sobre la cebra peatonal y que la señora Gloria Mercedes del Socorro se encontrara cruzando por esta. 
4. Las personas que padezcan de trastornos mentales permanentes o transitorios de conformidad con el contenido del artículo 59 del Código Nacional de Tránsito, “deberán ser acompañados, al cruzar las vías, por personas mayores de dieciséis años”. Este supuesto es totalmente aplicable al caso concreto, pues para el momento del accidente la señora Gloria Mercedes del Socorro tenía diagnosticado un Trastorno Afectivo Bipolar (TAB) como lo denota la historia clínica y lo reconocieron sus hermanas. 
Así mismo, se encuentra acreditado que ella se encontraba sola para el momento de la ocurrencia de los hechos. Pese a lo señalado por el Juez de Primera Instancia sobre la intrascendencia del diagnóstico de TAB frente al accidente, es claro que de tal enunciado normativo sí es posible desprender un comportamiento culposo de la señora Gloria Mercedes del Socorro, pues no solo se encuentra acreditado el referido diagnóstico, sino que la señora Navas se encontraba sumamente medicada para el momento de la ocurrencia de los hechos frente a tal patología, como lo reconoció su hermana Olga Piedad Navas al indicar que “se tomaba una pastilla en la mañana, dos por la tarde y dos por la noche”. 
Así mismo, que la demandante tenía antecedentes de intento de suicidio (reverso folio 64) y de múltiples hospitalizaciones por crisis maniaca previas al accidente, como se puede verificar en la valoración de neuropsicología obrante a partir del folio 49. 
Así las cosas, debo precisar que el deber contenido en el artículo 59 del Código Nacional de tránsito para las personas que padezcan de trastornos mentales permanente o transitorios nace del estudio concienzudo del legislador, quien de las evidencias fácticas pudo determinar que estas personas no cuentan con las capacidades suficientes, físicas y mentales para enfrentar el tránsito de vehículos y peatones por las vías de la ciudad. Así entonces, sí resulta una conducta descuidada e imprudente que una persona medicada por TAB y con numerosos antecedentes se encuentre transitando la ciudad sin el acompañamiento de otra persona que pueda guiarlo y/o ayudarlo en caso de ser necesario. 

2. Excesiva tasación de perjuicios extrapatrimoniales 

Estimó el Juzgado de primera instancia como procedente la condena a título de perjuicios extrapatrimoniales para los demandantes los siguientes

● A favor de Gloria Mercedes Navas Arboleda: - Por perjuicios morales 70 SMLMV; - Por daños a la vida de relación 30 SMLMV;  
● A favor de Olga Piedad Navas:- Por perjuicios morales 20 SMLMV; - Por daños a la vida de relación 10 SMLMV;  
● A favor de Marta Eugenia Navas: - Por perjuicios morales 20 SMLMV, - Por daños a la vida de relación 10 SMLMV; 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el criterio del a quo para la referida estimación fue la comparación con casos de semejante gravedad o, inclusive, en los que se produjo la muerte de la víctima directa; puede apreciarse fácilmente que la tasación del Juzgado de primera instancia fue excesiva, pues en realidad existen eventos igual de dramáticos en los que los montos reconocidos fueron inferiores…”citando algunas sentencias de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justica como argumento de  autoridad.

“… Sin perjuicio de lo anterior, en el presente proceso quedaron acreditadas diferentes circunstancias que demuestran:  1. Que la afectación a la esfera exterior de las señoras Olga Piedad y Marta Eugenia Navas en realidad fue inexistente o mucho menor a la estimada por el a quo y  2. Que en realidad, en caso de que exista un desmedro anímico sufrido por las hermanas de la señora Gloria Mercedes del Socorro, este no es de la magnitud tasada por el fallador, pues la relación de cercanía con la víctima directa no era aquella que se adujo en la demanda.
 Por las siguientes razones:
 1. La señora Gloria Mercedes nunca quiso vivir con sus hermanas, prefería alquilar un cuarto en una casa ajena con una persona que no se interesaba por su bienestar y con la cual tampoco tenían contacto frecuente; como resultó probado a partir de los interrogatorios de las señoras Olga piedad y Marta Eugenia Navas.
 2. La señora Luz Dary Ríos en su testimonio indicó que muchas personas de la unidad residencial en que vivía la señora Gloria Mercedes la conocían, pero pese a que el accidente se produjo muy cerca de la unidad y de que fue mucha gente lo percibió, como explicó la misma testigo, nadie se dio cuenta sino hasta el día siguiente. 
3. Las señoras Olga y Marta Navas reconocieron que solo se dieron cuenta del accidente porque en la Clínica Antioquia casualmente laboraba una familiar que reconoció a la señora Gloria Mercedes. 
4. La señora Marta Eugenia Navas solo tenía conocimiento de los antecedentes del TAB y del consumo frecuente de cigarrillo. De esta manera, desconocía del alcoholismo frecuente que pudo verificarse en la valoración de neuropsicología del 3 de diciembre de 2018 (folio 49), osteoporosis e inclusive de la existencia de un intento de suicidio (Reverso folio 64). 
5. La señora Olga Piedad Navas solo tenía conocimiento del diagnóstico de osteoporosis y de los antecedentes TAB. De esta manera, desconocía del alcoholismo frecuente e inclusive de la existencia de un intento de suicidio 
6. Las señoras Olga y Marta Navas indicaron que actualmente se encuentran pensionadas, viven en los mismos hogares en que residían para la fecha de los hechos y los hacen con sus respectivas parejas y núcleos familiares.
 Así mismo, cada una ha podido seguir realizando actividades de su vida cotidiana como asistir a clases de gimnasia en el caso de la señora Olga Piedad. 
3. Excesiva tasación de Lucro Cesante Consolidado.

 En el desarrollo del proceso quedó acreditado que no se presentó una supresión efectiva o completa de los ingresos por parte de la señora Gloria Mercedes del Socorro Navas durante el tiempo que estuvo hospitalizada. 
En particular, la señora Marta Eugenia Navas precisó en el interrogatorio de parte que todas las incapacidades le han sido pagadas a su hermana Gloria Mercedes del Socorro hasta los 6 meses. Es decir, que durante este tiempo sus empleadores y su EPS realizaron los desembolsos legales prescritos en el artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo. Sin embargo, el a quo liquidó el lucro cesante consolidado de forma completa, como si no se hubiera realizado ningún desembolso. 
4. Error de derecho por interpretación errónea del dictamen de Pérdida de la Capacidad Laboral …

“1.…se presentó una manifiesta contradicción entre: 1. la confesión realizada por la señora Marta Eugenia Navas quien manifestó que, para enero de 2019, fecha en que la señora Gloria Mercedes del Socorro tuvo una caída y se fracturó una vértebra “todavía tenía un poquito de estabilidad para estar de pie y llevarla al baño” y que después de esto no fue posible;  2. Con lo manifestado por el perito en la audiencia, pues este indicó que en la deficiencia denominada “por trastornos en la postura y marcha derecha”, a la cual le asignó un porcentaje de 35%, no tuvo ninguna incidencia la caída sufrida por la señora Gloria Mercedes en enero de 2019. 
2. Así mismo, el perito reconoció que no valoró el antecedente de osteoporosis de la señora Gloria Mercedes, cuando también reconoció que una fractura de la vértebra L1 podría inclusive derivar en una paraplejia dependiendo de la magnitud. 
3. El perito tampoco pudo aclarar si pudo revisar la historia clínica de la paciente relacionada con la fractura de la vértebra y su hospitalización por 8 días.
 4. Finalmente, la actitud del perito también debió ser reparada por el Juez, pues no solo respondió con evasivas algunas preguntas, sino que en ocasiones respondió las preguntas en tono de burla frente a los abogados. Precisamente, para precaver este tipo de errores, el artículo 232 del Código General del proceso contiene las reglas de apreciación de los dictámenes periciales: ARTÍCULO 232. APRECIACIÓN DEL DICTAMEN. El juez apreciará el dictamen de acuerdo con las reglas de la sana crítica, teniendo en cuenta la solidez, claridad, exhaustividad, precisión y calidad de sus fundamentos, la idoneidad del perito y su comportamiento en la audiencia, y las demás pruebas que obren en el proceso. Así las cosas, el Juez de primera instancia, contrario a valorar las deficiencias en el dictamen, le dio plena aplicación a la prueba para determinar el daño sufrido por la señora Gloria Mercedes y, en particular, para realizar el cálculo del Lucro Cesante futuro
5. Excesiva e indebida tasación de Lucro Cesante Futuro.

Es bien sabido que la valoración de pérdida de capacidad laboral es un presupuesto necesario para determinar el lucro cesante futuro de las personas que han sufrido una lesión que les representa una disminución en su capacidad laboral futura. Así las cosas, de conformidad con el reparo anterior, el a quo calculó el lucro cesante futuro a partir de un dictamen que contiene defectos sustanciales que no fueron resueltos o valorados. 
6. Improcedencia de la condena al pago de intereses moratorios desde el 13 de febrero de 2020 Dentro de la sentencia proferida por el Juzgado Veinte Civil del Circuito de Medellín se condenó a HDI SEGUROS al pago de los intereses desde el momento que le fue notificada la demanda; esto es, desde el 13 de febrero de 2020, en aplicación de lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 94 del Código general del proceso. La condena, así determinada por el Juez a quo incurre en un grave yerro, en tanto el Despacho no advirtió la ausencia de los requisitos trazado por el legislador para la procedencia de tal condena.

…se pretendía una indemnización total de $1.592.817.070 por todos los daños sufridos por las demandantes. Vale entonces preguntarse si la demanda notificada a HDI SEGUROS el día 13 de febrero de 2020 efectivamente cumplía con los requisitos de los artículos 1080 y 1077 del Código de Comercio. Claramente, no cumplía, pues como acabamos de verlo, la reclamación se sustenta en un perjuicio por valor de $917.678.556, los cuales no se encontraban debidamente sustentados...”
III. CONSIDERACIONES

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Significa lo anterior que, en presencia de algún defecto de tales presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, la competencia del juez, la capacidad de las partes y la legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en principio para el impulso del proceso. 
2. Como lo señala la rectora de la jurisdicción2: “ Las especiales características del  régimen de responsabilidad civil extracontractual por los daños derivados del ejercicio de actividades peligrosas, que fue utilizado por el Tribunal para dirimir la controversia y que no es objeto de crítica en casación, en tanto determinan que la imputación deba ser efectuada con fundamento en el nexo existente entre el hecho riesgoso y el perjuicio sufrido por la víctima, imponen igualmente que la defensa propuesta por el demandado no pueda “… plantearse con éxito en el terreno de la culpabilidad sino en el de la causalidad, rindiendo la prueba de la causa extraña del perjuicio, originada en el caso fortuito o en la fuerza mayor, en el hecho de la víctima o en el hecho de un tercero” (G.J. t. CCXXXIV, pag. 248; reiterada en CCLVIII, 374, y CCLXI, Vol. II, 1125).     
“Específicamente, en lo que toca con la culpa de la víctima, tiene dicho la doctrina jurisprudencial cómo, para que constituya motivo tendiente a quebrar el mentado vínculo de causalidad y, consecuentemente, alcance a exonerar de toda responsabilidad al presunto ofensor, “… es preciso que ella haya sido la causa exclusiva del daño …”, es decir, que, a la luz de las condiciones particulares del caso sometido a examen, “… absorba de alguna manera pero integralmente la imprudencia y el descuido del demandado, los cuales por consiguiente no tendrán ya ninguna trascendencia en la producción del perjuicio …” (G.J. t. CLXV, pag. 91; cfr. CCLXI, Vol. II, pag. 1125).


3. En sentencia SC2111 de junio de 2021 Rdo. 85162-31-89-001-2011-00106-01, en punto a la responsabilidad derivada del ejercicio de actividades peligrosas recordó que la Sala había reiterado recientemente que: 
 “…los menoscabos derivados del ejercicio de actividades peligrosas no suponían la culpa del agente, sino la «presunción de responsabilidad». Como se señaló:
“En cuanto atañe al tipo de responsabilidad civil descrita en la acusación, la misma corresponde a la prevista en el artículo 2356
 del Código Civil, esto es, la originada por el ejercicio de actividades peligrosas, la cual consagra una presunción de responsabilidad que opera en favor de la víctima por el daño causado producto de una labor riesgosa; aspecto que la releva de probar la imprudencia o negligencia en el acaecimiento del accidente
.

“La concepción de la presunción legal de responsabilidad que dimana del anotado precepto 2356, es un texto situado en la órbita del riesgo creado, provecho, o beneficio, riesgo empresarial, creación o exposición al peligro; o en el ámbito de una forma de responsabilidad objetiva.

“Lo antelado fluye no solo de la interpretación sistemática de la preceptiva ejúsdem, por el hecho de las cosas inanimadas o sin ellas, sino también, muy sólidamente de las sentencias de 14 de marzo y 31 de mayo de 1938, G. J. T. XLVI, pags. 216, 2ª, y 561, 2ª, doctrina jurisprudencial en la cual, con rigor se asienta que en el precepto ibídem, se halla una presunción de responsabilidad a favor de la víctima, más no, una presunción de culpa; descartando, por tanto, que baste alegar para exonerarse, ora la ausencia de culpa, o ya la conducta diligente o cuidadosa para ponerse a salvo»
.
En suma, si bajo la égida de la presunción de culpa el juicio de negligencia o descuido resulta inoperante, en tanto, el demandado, para liberarse de la obligación de reparar, no puede probar la ausencia de culpa o diligencia o cuidado, se impone, por razones de justicia y de equidad, interpretar el artículo 2356 del Código Civil, en el sentido de entender que contempla una presunción de responsabilidad. De ahí, quien se aprovecha de una actividad peligrosa con riesgos para otros sujetos de derecho, éstos, al no estar obligados a soportarlos, deben ser resarcidos de los menoscabos recibidos.

Por supuesto, en los términos de la disposición, el problema no es de suponer la «malicia o negligencia», sino de «imputar», dice la norma, tales cuestiones, no de «desvirtuar», según es connatural a las presunciones. Aceptar lo contrario implicaría para el damnificado el deber de probar la conducta antijurídica, el daño y el nexo causal, y luego, la imputación como presupuesto de la culpabilidad.

4. De conformidad con el anterior argumento de autoridad, en este caso opera la presunción de responsabilidad en contra de la conductora del automotor placas ISS 426, la codemandada María Clara Arango Ramírez, por lo que ninguna incidencia tiene alegar que ha obrado de manera diligente y cuidadosa, o de forma lícita. A la victima directa, Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda solo le correspondía acreditar, como en efecto lo hizo, las circunstancias que estructuran la presunción, el hecho lesivo, el daño y la relación necesaria de causa a efecto, en plano material y jurídico, entre este y aquel, y por ello los demandados, solo serán liberados de la obligación de resarcir, desvirtuando los elementos que configuran esa respsoabilidad; causalmente, blandiendo prueba de la causa extraña: caso fortuito, fuerza mayor, hecho de un tercero o la conducta exclusiva de la víctima.
5. Los demandados para demostrar la ruptura del nexo causal dirigieron su defensa mediante la proposición de varios medios exceptivos entre ellos los denominados: “…Causa extraña en la modalidad de culpa exclusiva de la víctima directa, lo que constituye un hecho exclusivo de un tercero; y Causa extraña. comportamiento culposo de Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, como causa exclusiva de los perjuicios cuya indemnización se pretende...”
En efecto al unísono sostienen que, de acuerdo con los documentos anexos a la demanda, especialmente del croquis del accidente, Navas Arboleda se comportó culposamente al cruzar la calle por un lugar no indicado para tal fin y, sin compañía, tal como lo exigen las normas de tránsito y por tanto la responsabilidad recae en cabeza del peatón, el cual, actuando culposamente, no tomó las medidas necesarias para realizar el cruce de la vía, que sería cruzar por los lugares indicados (como es el caso de los pasos y puentes peatonales) y dadas sus condiciones particulares de salud, estar acompañada por una persona mayor de 16 años.
Conviene, recordar que cuando del hecho de la víctima se trata, tal eximente solo se presenta si y solo sí, la actuación de aquella constituyó la causa exclusiva del perjuicio, porque ese comportamiento desvirtúa, dice la Corte, correlativamente el nexo causal entre el del presunto ofensor y el daño “dando lugar a que se exonere por completo al demandado del deber de reparación. Para que el demandado se libere completamente de la obligación indemnizatoria se requiere que la conducta de la víctima reúna los requisitos de toda causa extraña, en particular que se trate de un evento o acontecimiento exterior al círculo de actividad o de control de aquel a quien se le imputa la responsabilidad” (SC 19 may. 2011, rad. 2006-00273-01).

A lo que agrega la Sala que sentencia SC C3460-2021, del 18 del mes que trascurre, Exp. 05001-31-03-001-2015-00658-01, expresó la Corte que:
“No obstante, a partir de la sentencia de 24 de agosto de 2009, radicado 010542525, retomó la tesis de la intervención causal de los agentes involucrados, en el sentido de “examinar a plenitud la conducta del autor y de la víctima para precisar su incidencia en el daño y determinar la responsabilidad de uno u otra”26. Por lo mismo, la manera de ponderar el quantum indemnizatorio, según la incidencia de dicha intervención. Como se precisó luego: 

“En estos tópicos, y en otros, resulta relevante diferenciar el nexo causal material y el nexo jurídico, a fin de determinar la imputación fáctica y la correspondiente imputación jurídica, en orden a establecer la incidencia de la situación fáctica, en la imputatio iuris para calcular el valor del perjuicio real con que el victimario debe contribuir para con la víctima.

 “Tal enfoque deviene importante, porque al margen de corresponder con la circunstancia puramente fáctica, su cálculo obedece a determinar la posibilidad real de que el comportamiento del lesionado haya ocasionado daño o parte de él, y en qué proporción contribuye hacerlo. Cuanto mayor sea la probabilidad, superior es la cuota de causalidad y su repercusión en la realización del resultado. De esa manera, se trata de una inferencia tendiente a establecer “el grado de interrelación jurídica entre determinadas causas y consecuencias”. 

“En rigor, cuando la causa del daño corresponde a una actividad que se halla en la exclusiva esfera de riesgo de uno de los sujetos, éste será responsable único, y a contrario sensu, concurriendo ambas, se determina su contribución para atenuar el deber de repararlo. 

“De esta manera, el juzgador valorará la conducta de las partes en su materialidad objetiva y, en caso de encontrar probada también una culpa o dolo del afectado, establecerá su relevancia no en razón al factor culposo o doloso, sino al comportamiento objetivamente considerado en todo cuanto respecta a su incidencia causal” 27. 

En la intervención causal, entonces, corresponde determinar, con la ayuda de las pruebas regularmente recaudadas, y en este tipo de asunto, con apoyo esencial, insístase, en la prueba científica y técnica, la incidencia del comportamiento de cada uno de los agentes involucrados en la producción del resultado. Esto, a su vez, permite deducir no solo el grado de participación material y jurídica de cada uno de ellos, sino también establecer la cuantía de su contribución. Por ejemplo, entre menos sea la participación de la víctima, correlativamente, mayor será la del demandado, y en forma recíproca, el valor de la indemnización”.
6. El cotejo de los anteriores prolegómenos de orden jurisprudencial y la prueba arroja lo siguiente:

6.1. La demandada María Clara Arango Ramírez especto a los hechos objeto de demanda, concretamente las circunstancias de tiempo modo y lugar adujo: “…El accidente fue un lunes 4 de junio de 2018, yo iba con una amiga en el carro, íbamos a comer helado porque fue un día después de mi cumpleaños, ella vive en Itagüí yo no, entonces la recogí, íbamos por esa vía, yo la verdad no conozco mucho Itagüí pero ella sí, la vía era nueva estaba en construcción, íbamos hacía arriba, no sé el nombre de las vías, y cruzamos, hicimos el cruce de la intermedia de la vía y ahí me di cuenta que la vía más adelante estaba cerrada con esas cositas naranjadas que ponen cuando están en construcción, yo frené puse estacionarias, espere que pasaran unos carros que estaban pasando carros en el cruce, miré hacía atrás cuando pude pasar y reversé y sentí un golpe, yo frené, me bajé del carro no sabía que había pasado, lo que le dije a Cami fue, yo como que le di a un andén, y cuando me bajé me di cuenta que estaba la señora ahí, llamamos la ambulancia, llegaron 2 policías en una moto que se quedaron ahí, llegó la ambulancia se llevaron a la señora, yo me quedé esperando que llegará el tránsito e hicieran el croquis. El accidente fue más o menos a las 7:30 de la noche, no estaba lloviendo, y estaba un poquito oscuro…”

A los siguientes cuestionamientos, ¿cómo es cierto sí o no, que declaraste con ocasión de este accidente en la Secretaría de Tránsito del Municipio de Itagüí? y “Es cierto sí o no que estuviste de acuerdo con el informe de tránsito”, respondió afirmativamente. A la pregunta de si la amiga que la acompañaba había observado a la señora Gloria, contestó “No, ella tampoco la vio” y sobre lo que sintió al efectuar la maniobra de reversa dio: “Si yo sentí el golpe como si hubiera golpeado algo. 

“… La cebra estaba detrás del cruce, yo pasé el cruce y en ese instante que estaba pasando el cruce fue que me di cuenta que la vía estaba cerrada, me di cuenta que la vía estaba cerrada cuando estaba en el cruce me di cuenta que la vía estaba cerrada, esperé que pasaran los carros que estaban cruzando para poder realizar la reversa. A la pregunta ¿Es cierto sí o no que la vía por donde ibas podías girar a la izquierda?  Respondió Si…” (audio nro. 1. Minuto nro 1.21.18 a 1.35.52.)
Recordemos por lo demás, que durante la versión que rindió en el trámite contravencional dijo que el flujo vehicular estaba solo. Sobre la visibilidad, “Estaba oscuro”, se desplazaba por la derecha, que en ningún momento vio a la lesionada, y que ella pensaba que no estaba pasando la cebra como se ve en el croquis.  Al ser indagada sobre porque manifestaba que la lesionada NO estaba pasando por la cebra y al mismo tiempo indicaba que no la había visto, respondió “Como dije ahorita, como indica el croquis” y además que no tenía claro en qué punto había quedado la peatona luego de la colisión. 
6.2. María Camila Vanegas García acompañaba a María Clara Arango Ramírez, expresó: “…nosotros María y Clara y yo íbamos por la calle nueva que se llama Las Acacias y vimos que estaba cerrada y retrocedimos y sentimos el choque, inmediatamente María Clara paró y nos bajamos del carro y vimos que ahí estaba la señora en el piso, yo no vi a la señora en absoluto. María Clara me recogió en la iglesia del Guayabo que queda en Itagüí en Santa María nro 1, y nos fuimos para Itagüí a buscar donde comer  y vimos la vía cerrada, entonces empezamos a reversar para tomar otra dirección, y sentimos el golpe, María ahí mismo frenó y dijimos ohh por Dios y nos bajamos del carro y vimos a la señora ahí, nosotros alcanzamos a pasar la cebra, mejor dicho el carro estaba entre la mitad de la cebra y la calle, ya se llevaron a la señora en una ambulancia y el carro se lo llevaron para el tránsito (audio nro. 2 minuto 2.45 a minuto 04.31 del audio 3)
La declarante también lo fue en las diligencias adelantadas por las autoridades de tránsito, y dijo que iban para Las acacias “…seguimos derecho y (la) calle no tenía salida MARIA CLARA empezó a retroceder y ya sentimos el golpe, pasamos la cebra y sentimos el golpe” No recuerda en qué lugar de la cebra estaba cuando se inició la maniobra de reversa. Dijo no observar a la peatona, pero se dio cuenta que cruzaba “de derecha a izquierda", … “no habían -sic- demasiados carros, por donde bajan los carros de calatrava por ahí si estaba -sic- corriendo carro pero no muchos. Y la visibilidad NO había obstáculos”.
Mírese como afirmó en este proceso que no vio en absoluto a la lesionada, pero ante las autoridades de tránsito respondió claramente que ella caminaba, hacía el cruce de derecha a izquierda. 
6.3.  Se acompañó copia del informe policial de tránsito que da cuenta que el 4 de junio de 2018, en la carrera 53 Nro. 56 del Municipio de Itagüí, ocurrió un incidente vial en el cual resultó lesionada Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, en su calidad de peatona cuando fue golpeada por el vehículo de placas ISS 426 conducido por María Clara Arango Ramírez, cuando realizaba maniobras de reversa sobre la carrera 53.

El croquis contine un imprecisión en cuanto a la señalización horizontal, la flecha correspondiente al carril derecho informaba no solo la posibilidad de seguir en el mismo sentido, sino efectuar giro a la derecha, y ello es así, por cuanto si no existe duda de que transitaba por el carril derecho, las  fotografías aportadas por los demandados, ( 237 y 238, de la primera parte del expediente digital compuesto por 240 folios)  se aprecia el lago hemático sobre la señal de tránsito pintada en el pavimento, y en el croquis no se plasmó correctamente esa señal, ni el lago hemático.  Igualmente, de la versión dada por María Clara Arango Ramírez en las diligencias administrativas  ya reseñadas, la trayectoria de la codemandante y víctima directa no sería de izquierda a derecha como se plasmó en el croquis, sino de derecha a izquierda, es decir, dado el sitio donde quedó detenido el vehículo y los rastros de sangre, había comenzado a cruzar la calle, y solo le era exigible mirar que no viniera ningún vehículo por la vía, pero la parte contraria exige que además debía observar que no viniera algún vehículo  en maniobra de reversa. 
De las fotografías se deduce que la distancia que existe entre la parte y trasera del vehículo, con la se golpeó a la codemandante y los rastros de sangre es poca. El apoderado de la aseguradora al formular los reparos dijo que era de un metro, luego de acuerdo con las reglas de la experiencia que la maniobra de reversa sí arroja a la peatona hacia otro lugar, en términos coloquiales “por lo menos la tumba”, cayendo desde su propia altura, y siendo así, no es sostenible la tesis de que transitaba por fuera de la cebra que advertía el cruce peatonal.
6.4 Aquí cobran relevancia las primeras anotaciones que aparecen en la historia clínica de la sede de atención en la Clínica Antioquia S.A. Itagüí, historia clínica a la que se hará mención más adelante. La parte pertinente en este punto es la siguiente:
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MOTIVO DE CONSULTA. 

LA ARROYO UN CARRO
ENFERMEDAD ACTUAL. 

PACIENTE DE GENERO FEMENINO 62 AÑOS DE  EDAD DE LA CUAL NO SE CONOCEN ANTECEDENTES TRAIDA POR LOS BOMBEROS ITAGUI POR QUE HACE APROXIMADAMENTE 20 MINUTOS EN LA VIA PUBLICA DE POLÍMERO MUNICIPIO DE ITAGUI COLOMBIA SE MOVILIZABA COMO PEATÓN SIENDO ARROYADA POR UN CARRO LA CUAL LA LEVANTA SEGÚN TESTIGOS 2 MTS SUFRIENDO TEC CON PERDIDA DE CONCIENCIA POR 5 MINUTOS APROXIMADAMENTE”.
La anotación se repite en el acápite ANÁLISIS, precedida de IDX TEC LEVE A MODERADO TX DE TÓRAX”
7. Luego, no aparecen acreditados los elementos probatorios suficientes que permitan sustentar el aniquilamiento del nexo de causalidad, en este caso por culpa exclusiva de la víctima.

 En idéntico sentido, se ha vuelto recurrente acudir al artículo 59 de la Ley  769 de 2002 para erigir de ella una especie de capitis deminutio de las personas allí enunciadas, que las obliga a estar acompañadas de mayor de 16 años para cruzar la vías. La Corte Constitucional en sentencia C-177 de 2016 señaló que:

“La norma analizada no es de naturaleza categórica, no establece una conducta que deba ser cumplida incondicionalmente, sino que ella misma supone una condición que debe ser verificada y que depende únicamente del principio de solidaridad.  En tal sentido, es claro que la intención y el efecto de la norma no es ni podría ser el de restringir el derecho de circulación o la autonomía de estas personas cuando no cuenten con la compañía de un mayor de 16 años, sino justamente por el contrario, el de reiterar el deber de solidaridad de la sociedad frente a ellos, que es un principio constitucional propio del Estado Social de Derecho.
Sobre el principio de solidaridad, la Corte se ha pronunciado indicando que es un valor constitucional que en cuanto fundamento de la organización política presenta una triple dimensión, a saber:  (i) como una pauta de comportamiento conforme a la cual deben obrar las personas en determinadas ocasiones; (ii) como un criterio de interpretación en el análisis de las acciones u omisiones de los particulares que vulneren o amenacen los derechos fundamentales; (iii) como un límite a los derechos propios.
En el caso concreto, el principio de solidaridad desarrollado por la norma en estudio, se establece en el segundo de los sentidos, como una pauta de comportamiento conforme a la cual deben obrar las personas en determinadas ocasiones, concretamente, como el deber de las personas mayores de 16 años de acompañar a "los ancianos" en las vías.  
No se trata de una norma sancionatoria, categórica[68] o perfecta[69], en el sentido de la teoría del derecho, sino de una norma hipotética de cultura ciudadana, de fortalecimiento de los valores cívicos y constitucionales, dirigida al logro del bien común desde una visión humana y solidaria.
El artículo 59 de la Ley 769 de 2002, consagra unas "limitaciones a peatones especiales"  entre los cuales se encuentran las personas: i) que padezcan trastornos mentales permanentes; ii) quienes se encuentren bajo el influjo del alcohol, drogas alucinógenas y de medicamentos o sustancias que disminuyan sus reflejos; iii) las personas invidentes y sordomudas, salvo que su capacitación o la ayuda de herramientas ortopédicas las habiliten para cruzar la calle sin ayuda de terceros; iv) los menores de 6 años; y v) "los ancianos". Estas personas deben estar acompañadas por mayores de 16 años para cruzar las vías.
(…)
Entonces, una lectura detenida del precepto legal demandando, permite establecer, sin la menor duda, que el artículo 59 de la Ley 769 de 2002 no es una norma de tipo sancionatorio administrativo. Tampoco se puede interpretar la norma, pues ninguna de las disposiciones de la Ley así lo indica, en un efecto prohibitivo, que restringa los derechos de quienes no cuenten con la posibilidad de tener un acompañante.
En ese sentido y como bien se estableció en el estudio realizado sobre la naturaleza de la norma, la disposición impugnada no está dirigida a restringir el derecho a la libre circulación de "los ancianos", sino por el contrario, busca resaltar el deber de solidaridad de las demás personas frente aquellas que requieran su acompañamiento para hacer más seguro su tránsito por las vías públicas.
….
Al respecto, se observa que la medida busca que los sujetos en condición de debilidad manifiesta, como lo son los enunciados en el artículo 59 de la Ley 769 de 2002, puedan circular por las vías del país sin arriesgar su vida o su integridad personal, como la de los demás habitantes del territorio nacional. Entonces, la medida busca prevenir y sancionar los comportamientos que puedan afectar o agravar la seguridad del tránsito nacional.
 
En este punto conviene resaltar que el trastorno afectivo bipolar ninguna incidencia tuvo en este caso para estructurar a partir de ese tipo de enfermedad mental - que suele ser más común de lo que parece- como tampoco los lamentables intentos de suicidio, la excepción de culpa exclusiva de la víctima.

Las circunstancias fácticas probadas, en nada permiten, por lo demás, la aplicación del artículo 2357 del C. Civil, es decir, que Gloria María de las Mercedes se hubiese expuesto o imprudentemente al riesgo, puesto que no aparece la demostración de que haya incidido en los hechos, ni siquiera en una mínima parte. 

Y para ratificar la correctud de la posición quiere la Sala retomar un tema jurisprudencial que informa acerca de la incidencia que tiene el comportamiento de la víctima en los casos de este jaez. En numerosas oportunidades la Corte Suprema de Justicia ha estimado que la conducta de la víctima es en todo caso determinante de la operancia del artículo 2357 del C. Civil Colombiano. He aquí lo pertinente: “El principio fundamental en que se basa la culpabilidad de la víctima está expresado en la fórmula violenti non fit injuria, respecto del cual observa Lalou que si la víctima por su consentimiento ha aceptado un riesgo, no puede luego quejarse del perjuicio que le resulte de su aceptación. Por su parte Savatier observa a su turno que todo hombre en posesión de sus facultades se considera que conoce sus deberes morales y legales y si viola uno de ellos no puede pretenderse exento de culpa alegando que ignoraba tal principio Por eso el Art. 2357 del C.C., a tono con la doctrina y  jurisprudencia contemporáneas, se refiere no solo a quien voluntariamente acepta un riesgo, sino a quien se expuso a él imprudentemente. Ahora bien, el conocimiento o aviso del riesgo o peligro es un elemento subjetivo indispensable para deducir o no la culpa de la víctima y ese elemento entraña en cada caso una cuestión de hecho que debe estimarse ante las pruebas del proceso y que no permite sentar ninguna regla general sobre el particular, porque cada caso entraña por su naturaleza una cuestión distinta y, por lo tanto, una solución diversa (Cas., 22 de junio de 1948, LXIV, 472 ).

8. En cuanto al reproche formulado por la parte demandante en lo que tiene que ver con el daño emergente futuro en el que se muestra inconformidad a la forma en que el juez tuvo como base para su reconocimiento $950.000,00 al ser esta la suma que las demandantes actualmente pagan al hogar geriátrico en el cual se encuentra la Gloria Mercedes del Socorro, dice el recurrente que el juez tuvo por probado, sin estarlo, que dicho valor y los cuidados básicos que actualmente recibe la Gloria Mercedes, son suficientes para atender sus necesidades derivadas del accidente de tránsito, 

Argumenta que se realiza ese pago al hogar geriátrico, no menos cierto que esa erogación que realiza la familia se da debido a que no pueden costear un lugar que tenga los cuidados adicionales que requiere la víctima directa, que fueron probados, sin ser la condición actual de la víctima criterio objetivo para tasar el perjuicio daño emergente futuro, máxime que allí se brindan cuidados básicos que no comprenden la totalidad de los realmente requeridos por la víctima directa.
8.1. En sentencia S-O Nro. 17 del 8 de septiembre de 2009, la entonces Sala Octava de decisión, con ponencia de quien ahora también lo hace, había señalado al resolver el caso de un menor de edad que debido a un accidente en un parque de atracciones mecanismo había sufrido un accidente que lo dejó en estado vigil que:
“No obstante considera la Sala que existen presupuestos para construir el modelo que se impone para efectos de resarcir daños que evidentemente sufren los  padres, y que ya ha aceptado la jurisprudencia del Consejo de Estado: “De manera  igual, frente al daño emergente futuro, se ha pronunciado…de forma particular en lo que concierne a los gastos de daños corregibles en el tiempo por cirugías e intervenciones médicas72. Inclusive, bajo el concepto de daño emergente y en atención a la función reparadora de la responsabilidad se ha condenado al Estado a obligaciones de hacer como la de “la prestación del servicio médico integral hasta lograr el objetivo propuesto73. Podría incluirse dentro del contexto del daño emergente, tal como lo expone el profesor Juan Carlos Henao, erogaciones raramente reclamadas, tales como el pago a personas que deban colaborar con el lesionado, por ejemplo, con un inválido; el valor de un perro para ciegos; los gastos necesarios para adecuar la habitación y entorno de un parapléjico; el valor de la silla de ruedas; la contratación de una empleada doméstica para que cuide los hijos, etc.74.”

No existe en la legislación colombiana un baremo,  esto es una tabla o cuadro que permita de modo taxativo relacionar una lesión con un quantum indemnizatorio y que sirva para la  homogenización de decisiones judiciales, y que tiene como objetivo principal es -sic-  tasar la prueba de los daños a fin de reducir la dispersión de los montos indemnizatorios, limitando de este modo la competencia del poder judicial en el conocimiento y decisión de las causas, y evitando la lotería judicial
.

En sentencia dictada por la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Vizcaya (España), de 23 de agosto de 2001, estimó parcialmente los recursos de apelación interpuestos contra la dictada en un juicio de faltas en que se observó lo siguiente: El proceso penal seguido tenía por objeto establecer las responsabilidades penales y civiles derivadas de un accidente de tráfico acaecido el día 5 de abril de 1997, en el que resultaron lesionados la recurrente y su esposo, quien se encontraba en situación de coma vigil y estado vegetativo crónico.

En la sentencia dictada en la primera instancia, de 17 de marzo de 2000, el Juzgador consideró que no eran de aplicación obligatoria, sino que servían de mera guía, los criterios establecidos en la Ley de responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor (en adelante LRC, redactada por la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y supervisión del seguro privado). En virtud de ello se concedieron las indemnizaciones por los gastos reflejados en los hechos probados antes referidos para la adecuación de vivienda, vehículo especial, aparatos ortopédicos, cuidados nocturnos, de hospital fisioterapeuta, asistencia de una auxiliar, ropa, desplazamiento y compra de una silla de ruedas eléctrica y, al considerar insuficientes los límites previstos respecto de las secuelas, la ayuda de una tercera persona y el daño moral, los superó fijando, respectivamente, las cantidades de 70, 50 y 25 millones de pesetas. La Audiencia Provincial estimó parcialmente la apelación porque, al contrario de la resolución impugnada, consideró que los mencionados criterios sí eran vinculantes para los Tribunales de Justicia, a la luz de la STC 181/2000, de 29 de junio. Por ello, disminuyó las citadas cantidades.

13.  En Colombia, sin perder el Norte de que la actividad juzgadora del juez está limitada, en el ámbito civil, por el principio de la congruencia (art. 306 C. de Procedimiento Civil), son posibles, se repite, a partir de pedimento de parte, una vez acreditada la responsabilidad, todas las indemnizaciones que dispuso el juez español de primera instancia, considerando que es necesaria una suma para cancelar los gastos que ocasione la contratación de una tercera persona”. 

8.2. La sentencia fue recurrida en casación habiendo señalado la Corte, y en sentencia del 18 de diciembre de 2012, que: 

“1. Nuestro régimen de responsabilidad común por los delitos y las culpas consagra el principio de la reparación integral de los daños causados por acciones ilícitas, el cual impone como consecuencia necesaria en contra del autor de un acto lesivo la obligación de indemnizar a la víctima, tal como se infiere de la interpretación de los artículos 2341 y 2356 del Código Civil.

En concordancia con esos preceptos, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 señala: “Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales.” [Se resalta]



Lo anterior significa que el juez tendrá que ordenar al demandado la restitutio in integrum a favor del damnificado, es decir que deberá poner al sujeto perjudicado en una situación lo más parecida posible a aquélla en la que se encontraría de no haber ocurrido el daño.



Por ello, una vez establecidos los presupuestos de la responsabilidad civil extracontractual, el sentenciador tendrá que cuantificar el monto de la indemnización en concreto, esto es que habrá de tomar en consideración todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el daño, su intensidad, si se trata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma adecuada de resarcir el perjuicio.



2. Específicamente, cuando se trata de reparar las lesiones que se siguen del daño corporal, el resarcimiento debe estar dirigido a restablecer los bienes no patrimoniales pero con secuelas económicas que se hayan visto afectados, tales como la vida, la salud, la integridad física y psicológica, y el desarrollo espiritual y sensitivo de la persona; para lo cual la víctima tiene derecho a que el responsable asuma los gastos de especialistas, enfermería, cirugía, medicamentos y, en general, todo lo que resulte necesario para su cabal curación y rehabilitación.



En estos eventos, para que la indemnización sea completa, se deben tener en cuenta las condiciones particulares en que se halla el damnificado y la magnitud del daño resarcible tal como se encuentre al momento de dictar sentencia y no simplemente en la fecha en que se produjo el menoscabo, toda vez que es factible que entre uno y otro instante la materialización del perjuicio sufra alguna variación o que sus efectos se extiendan en el tiempo.



Lo anterior por cuanto los efectos de los daños a la salud, por lo general, no son inmutables, sino que pueden aumentar o disminuir su intensidad. Luego, si esa especie de perjuicio es susceptible de variación en el tiempo, entonces la valoración que el juez haga de ella no puede limitarse a como se manifestó al momento de su causación, sino que debe tener en consideración todas las consecuencias directas que alcancen a preverse al momento de dictar sentencia.



2.1. Es posible que el autor haya causado con su hecho culposo un grave detrimento a la salud de la víctima y que al momento de proferir el fallo la afección haya mermado o que el lesionado logre recuperarse totalmente.



En tal caso, si el acervo probatorio indica que el daño resarcible es inferior al que se alegó en los hechos y que la indemnización que se requiere es menor a la que se solicitó en las pretensiones –sea porque el perjuicio disminuyó o desapareció en el lapso que existe entre su producción y el momento de dictar sentencia, o bien porque se haya pedido más de la justa proporción–, entonces el juez deberá atemperar la condena al monto que alcance el quebranto en la fecha en que se profiere el fallo, pues así lo dispone el tercer inciso del artículo 305 de la ley adjetiva: “Si lo pedido por el demandante excede lo probado, se le reconocerá solamente lo último”.



2.2. Mas también puede suceder que desde el momento de la presentación de la demanda se advierta la existencia de un daño futuro, aún no producido, pero que desde ya se muestre como una previsible agravación o prolongación en el tiempo del daño presente cuyo resarcimiento se reclama.

Si la afectación a la salud aumenta entre el instante en que se formularon las pretensiones y la fecha en que se debe adoptar una resolución de fondo, el juez deberá incluir en el fallo la respectiva modificación del derecho sustancial sobre el cual versa el proceso, sin que ello comporte fallar extra o ultra petita, pues las secuelas provenientes del daño corporal no constituyen objetos autónomos sino más bien aspectos parciales del daño. Lo anterior, claro está, siempre que se pruebe que esas consecuencias derivan del mismo acto lesivo que dio origen a la acción civil, esto es que la agravación de la salud es el resultado del curso normal de las cosas y que no se debe a una causa extraña o a la propia culpa de la víctima.



3. En suma, cuando lo que se exige es la recuperación total de la salud de la víctima, el objeto de la pretensión no se reduce al pago de una determinada suma de dinero, sino que persigue el pleno restablecimiento del bienestar físico o corporal de la persona; de suerte que ninguno de los gastos que el juez estime razonables para lograr ese objetivo puede ser tildado de incongruente frente a aquella pretensión hasta tanto no se haya logrado el resarcimiento pleno.



Así ocurre en el caso que se analiza, donde se reclama el pago de los gastos derivados del daño corporal, los cuales, por su naturaleza, pueden prolongarse más allá del juicio indemnizatorio. De hecho, los costos de fármacos, atención médica, cuidado personal y, en general, las expensas necesarias para lograr la recuperación de la salud de la víctima, y que constituyen claramente emolumentos que el responsable de la lesión está llamado a cubrir, deben ser incluidos como rubros de la indemnización integral, aunque no se sepa a ciencia cierta por cuánto tiempo tendrán que sufragarse.



La solicitud de reparación de la salud, por tanto, no impone al juzgador ningún otro límite que no sea la rehabilitación o el recobro integral de la vitalidad. De ahí que aun cuando el actor no haya señalado en su demanda el total de la cuantía del daño -entre otras razones porque en muchos casos de lesiones corporales la duración del proceso de recuperación y el monto de los gastos a futuro son circunstancias imposibles de prever–, el funcionario judicial sí tiene la potestad y el deber de adoptar las medidas que estime indispensables para declarar la tutela jurídica que va envuelta en el objeto de la pretensión, por lo que ello no constituye una decisión inconsonante.

4. Tampoco existe cambio en el objeto cuando la pretensión se concreta al pago de la indemnización en una determinada forma que, a la postre, según el sano criterio del juzgador, resulta inadecuada para reparar en su integridad el perjuicio sufrido por la víctima.



De ahí que el juez esté facultado para ordenar la manera en que el resarcimiento debe realizarse y las garantías que el responsable tiene que adoptar para reponer en su integridad los bienes jurídicos que vulneró con su actuar culposo, aunque el demandante lo haya pedido de un modo distinto. Tal decisión no constituiría, entonces, un fallo incongruente porque no se otorgaría más de lo pedido, ni se extendería a puntos no sometidos al litigio, ya que la indemnización no varía su esencia porque se pague en una u otra forma.



Frente a una hipótesis de tal naturaleza se debe tener presente que, según el principio dispositivo, el demandante en un proceso civil tiene derecho a establecer el límite de su pretensión y a reclamar que la reparación se haga de determinada manera; pero cuando el modo de resarcimiento que plantea es imposible de cumplir, o cuando resulta innecesario e inequitativamente oneroso, o cuando en criterio del juez no es el más adecuado para garantizar la indemnización plena, entonces nada obsta para que el funcionario judicial imponga la forma de reparación que estime más conveniente, sin que ello signifique que esté fallando extra o ultra petita.



De hecho, si el objeto de la pretensión es el efecto jurídico que ella persigue, esto es el bien o relación jurídica que se reclama, entonces cuando se solicita el resarcimiento de un daño sufrido por el demandante, ese objeto se patentiza en la indemnización misma y no en la forma de su realización, pues esta última no es más que un matiz que adopta la condena y que no varía, por tanto, la esencia de lo pedido.



Así ha sido admitido por la jurisprudencia de esta Corte, que desde hace ya varias décadas aclaró que el juzgador de instancia goza de autonomía para señalar el modo de satisfacer la prestación indemnizatoria:



“Si el título 34 aludido no trae ninguna regla sobre la forma de pago del resarcimiento que impone la responsabilidad extracontractual (…), no se remite a duda que el juzgador de instancia está en libertad de adoptar la forma de pago que más se avenga a las peculiaridades de cada situación concreta: una suma global única, o bien una pensión periódica durante un tiempo determinado.



“… para nuestra doctrina, si bien en pocos casos pronunciada, el juzgador de instancia goza de autonomía para señalar el modo de satisfacer la prestación indemnizatoria, consultando en cada caso las circunstancias y modalidades que la configuren, a fin de que las decisiones en esta materia sean ante todo equitativas…



“Se sigue necesariamente de lo anterior, que la decisión de instancia 
que determina la manera de satisfacer la indemnización –una cantidad alzada o sumas periódicas– no se sustrae de la censura en el recurso de casación. Se trata de cuestiones de hecho, cuya apreciación corresponde privativamente a los jueces comunes, en vista de las peculiaridades que cada caso presente, por una parte; y en ausencia de una norma que determine la forma de pago, por otra”.



En el mismo sentido, un amplio sector de la doctrina más autorizada ha sostenido que “los daños y perjuicios pueden ser concedidos en la forma de un capital o en la de una renta vitalicia; el juez está en libertad para elegir el equivalente más apto para procurar la reparación del perjuicio”.

Desde luego que esa facultad debe estar razonablemente justificada a la luz de las reglas de la experiencia y de la sana crítica, y en armonía con las circunstancias que rodean el caso y los intereses que se encuentran comprometidos; no solo los del perjudicado sino, algunas veces también, los del propio responsable del daño.



5. …


6. Lo propio ha de predicarse respecto de la forma en que se ordenó el pago del daño emergente futuro puesto que, como quedó suficientemente explicado, el perjudicado puede exigir que se le indemnice su daño, pero no que se haga de determinada manera.



A la hora de fijar el modo de efectuar la reparación el juez consideró, entre otros factores, la magnitud del daño corporal sufrido por la víctima; sus circunstancias personales; la necesidad de restituir, en la medida de lo posible, su salud e integridad; y la imposibilidad de pronosticar la duración de su vida probable; todo lo cual lo condujo a concluir que la mejor forma posible de atender al principio de la reparación plena consistía en ordenar el pago de una renta fija vitalicia.

…


En suma, si la forma de llevar a cabo la reparación no es un asunto que tenga relación con la esencia ni el quantum de lo pedido, entonces esa materia no puede dar lugar a la configuración de un vicio de incongruencia.



7. Tampoco logró demostrar el recurrente que la orden de pagar una renta vitalicia le haya resultado desfavorable por ser superior a la suma de dinero solicitada en la demanda, pues el cálculo que realizó para formular esa hipótesis partió de la base de una vida probable del lesionado de 50 años, lo cual no tiene ningún asidero probatorio como quiera que el Tribunal concluyó que no había manera de pronosticar cuantos años más podía llegar a vivir la víctima. De ahí que ese argumento no sea más que una mera conjetura o especulación, sin la virtualidad suficiente para atacar las bases del fallo.



En todo caso, la cuantificación del daño emergente futuro no fue excesiva respecto de lo pedido, ni, por tanto, el fallo pudo ser incongruente, porque a partir de un detenido análisis de las pretensiones de la demanda, se logra constatar que en ellas el actor no limitó la indemnización por ese concepto a una suma específica, sino que la cantidad que señaló fue solo una pauta o guía susceptible de modificación, toda vez que de modo expreso manifestó que el pago de los gastos de recuperación debía hacerse “por el tiempo que se requiera, según el concepto médico y que inicialmente estimamos en 24 meses”. [Folio 151]



En este punto conviene aclarar que la ausencia de petición expresa de ciertos rubros no es impedimento para que el juez los incluya en la sentencia, si en la demanda se reclama en forma generalizada la reparación integral de los daños, o si se emplean palabras o expresiones que estén inequívocamente dirigidas a obtener el pago de una indemnización plena.



Tal postura no ha sido ajena a la jurisprudencia de esta Corte, pues en anteriores oportunidades se ha sostenido que si bien la cuantificación de la pretensión fija el límite superior de la condena, cuando esa tasación es morigerada mediante el empleo de frases aclaratorias, son estas últimas las que determinan el parámetro de la congruencia.



Así fue reconocido, por ejemplo en la sentencia de 15 de abril de 2009, en la que se aseveró:



“(…) si al decir del artículo 305 del Estatuto Procesal Civil, ‘..la sentencia deberá estar en consonancia…’, en particular, con ‘las pretensiones aducidas en la demanda y en las demás oportunidades…’ que dicho código ‘..contempla…’ y si en el acto introductorio la parte demandante deprecó que se ordenara a la demandada a pagar, por concepto de la indemnización de perjuicios, la cantidad de dinero allí dicha en una cifra concreta, o ‘…la suma que se probare…’, con arreglo a la doctrina que ahora se rectifica el juzgador, de hallarse demostrado dentro del proceso por tal concepto una cuantía superior a la que de aquel modo el actor hubiera determinado, tendrá forzosamente que imponer la condena por la suma así probada y no por la cifra exacta fijada, porque, ha de reiterarse, al haberse invocado en la pretensión la condenación a cargo de la opositora por la cantidad precisa aducida o ‘…por la que se probare…’, él no tendrá ninguna restricción legal para disponerla en la extensión real y efectivamente demostrada, pues aún de este modo estará pronunciándose dentro de los precisos límites trazados por el mentado precepto normativo; antes bien, si en tal supuesto, esto es, de encontrar evidenciado un quantum mayor del expresamente pedido en el libelo, llegara a reducir la condena al guarismo explicitado en la demanda, incurrirá en un fallo incongruente, por mínima petita, por cuanto en tal hipótesis la definición de la controversia judicial no estará en consonancia con ‘…las pretensiones aducidas en la demanda y en las demás oportunidades…’ legalmente previstas.



Por consiguiente, para poder inferir si existió o no incongruencia entre lo concedido en el fallo y lo solicitado en la demanda, no bastará con examinar las cifras que se hayan reclamado en el libelo, sino que esas cantidades deberán ser analizadas en el contexto íntegro de la pretensión y de conformidad con la verdadera intención que a ella subyace, lo cual se consigue a partir de la interpretación de las palabras y frases aclaratorias y en consonancia con las demás pretensiones principales.

Luego, la orden de pagar una renta vitalicia mientras subsistan las condiciones de salud en que se encuentra la víctima, es decir “por el tiempo que se requiera, según el concepto médico” –tal como lo adujo el actor en su pretensión–, lejos de exceder lo reclamado en la demanda, se ciñó estrictamente a lo que en ella se solicitó.

8.3. Con fundamento en el anterior precedente, el daño emergente también incluirá la dotación de una cama hospitalaria, obligación de género en los términos del artículo 1566 del C.Civil, en tanto los accionados deberán entregar una cama nueva de una calidad a lo menos mediana. 
8.4. En  lo que toca con la necesariedad de que una persona que permanentemente atienda de manera personal a los cuidados de la víctima directa, Amílcar Salom, hizo referencia a 3 turnos que implicarían cada uno, por lo menos, una erogación de un salario mínimo, señalando que la atenciones generalmente están a cargo de auxiliares de enfermería por ser el tema de los cuidadores una formación nueva, en el caso de la enferma, el suministro de medicamento vía subcutánea, que implica cierto grado de responsabilidad, exige el perfil de auxiliar de enfermería, señalando las reglas de la experiencia que la remuneración de un empleado con esa capacitación supera un salario mínimo mensual, por lo que en razón de las directrices trazadas por el Tribunal en la sentencia citada y en especial de las precisiones que hizo la rectora de la jurisdicción ordinaria, el daño emergente se ampliará al reconocimiento de 1.5 salario mínimo legal durante la vida probable de la  paciente.

La liquidación es la siguiente:

Vida probable  303
RA= $ 1.362.789

VA = Valor actual del lucro cesante futuro 

LCM = Lucro cesante mensual 

Ra = descuento anual 

Ra=     __(1+i)n-1
                i (1-i)n

i = interés de descuento (6% anual) 
n = número de meses incapacidad futura. 

Salario mensual actualizado $ 1.304.679,00

VA = $1.362.789,00   x  __(1+ 0.4867)303-1_______

                                          0.4867 (1-0.04867)303
VA =  $215.697.770,32
9. Frente a los perjuicios de carácter inmateriales, se tiene: 

9.1. El “daño fisiológico” Según nomenclatura de la Sala de Casación Civil “daño a la vida de relación” y definido como la afectación a la «vida exterior, a la intimidad, a las relaciones interpersonales» producto de las secuelas que las lesiones dejaron en las condiciones de existencia de la víctima. 

“Esa clase de perjuicio, tiene dicho la jurisprudencia, es de estirpe extrapatrimonial por referirse a la alteración de las condiciones de existencia al no poder seguir disfrutando de los placeres de la vida o realizando las funciones vitales y se concreta «(…) sobre intereses, derechos o bienes cuya apreciación es inasible, porque no es posible realizar una tasación que repare en términos absolutos su intensidad», tiene su reflejo en el ámbito «(…) externo del individuo (…)», en los «(…) impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones temporales o definitivas» que debe soportar la víctima en el desempeño de su entorno «(…) personal, familiar o social».

“También ha sostenido que este daño puede tener su origen «(…) tanto en lesiones de tipo físico, corporal o psíquico, como en la afectación de otros bienes intangibles de la personalidad o derechos fundamentales; e) recae en la víctima directa de la lesión o en los terceros que también resulten afectados, según los pormenores de cada caso, por ejemplo, el cónyuge, compañero (a) permanente, parientes cercanos, amigos; f) su indemnización está enderezada a suavizar, en cuanto sea posible, las consecuencias negativas del mismo; g) es un daño autónomo reflejado ‘en la afectación de la vida social no patrimonial de la persona’, sin que comprenda, excluya o descarte otra especie de daño -material e inmaterial- de alcance y contenido disímil, como tampoco pueda confundirse con ellos»3.
A la situación ya descrita de Gloria Mercedes del Socorro que le truncó el resto de su existencia, se recuerda que fue valorada por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses el día 6 de noviembre de 2018, el cual dictaminó: “…ANÁLISIS, INTERPRETACIÓN Y CONCLUSIONES: …Al examen presenta lesiones actuales consistentes con el relato de los hechos. Mecanismo traumático de lesión: Contundente. Incapacidad médico legal DEFINITIVA CIEN (100) DIAS. SECUELAS MÉDICO LEGALES.  Deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente por lo ostensible de las cicatrices, y la postración en silla de ruedas; perturbación funcional de órgano sistema de locomoción del equilibrio y sistema de la excreción urinaria y fecal, de carácter permanente por la limitación de los movimientos de la marcha y las limitaciones de la excreción urinaria y fecal”. 

La Junta Regional de Invalidez de Antioquia dictaminó una pérdida de capacidad laboral del 74.95%., lo que fue ratificado por el galeno ponente doctor Juan Mauricio Rojas García, aduciendo que para el dictamen realizado a Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, se tuvo en cuenta su historia clínica, los dictámenes realizados por Medicina Legal, y evaluación presencial el 29 de abril de 2019, por lo que en el que se concluyó que sufrió trauma craneoencefálico con hematoma subdural, es decir que se rompieron vasos en el cerebro que le produjeron ese hematoma, que le dejó deficiencias a nivel de conciencia, ocasionado por accidente de tránsito el 4 de junio de 2018 donde fue arrollada por un vehículo donde iba como peatón, presentando alteración de la postura y de la marcha, incontinencia a nivel fecal y urinario ocasionado también por el trauma craneoencefálico, se le tomaron pruebas neuro psicológicas donde se determinó un trastorno cognitivo mayor, que significa que las funciones del cerebro no se desarrollan.  (audio nro 2. Minuto 0:38:47 a 1:28:13)
Como señala la Corte4, “Total, para el caso de autos, en la cuantificación del daño a la vida de relación debe tenerse en cuenta su real dimensión, esto es, que Cecilia Hernández Vanegas sufrió la pérdida permanente de su capacidad de locomoción, lo que implica que en los años venideros su cotidianeidad no será igual, en tanto no podrá caminar, correr, así como realizar actividades en la misma forma en las cuales las ejecutaba, pues dependerá de otras personas,” de manera permanente, nunca no podrá adquirir las destrezas necesarias para valerse por sí mismas.
Deterioro de la calidad de vida, porque al contrario del previsto en el prolegómeno jurisprudencial anterior, las nuevas dificultades físicas de la codemandante no resultan superables. “Esto constituye hecho notorio, al denotar que la promotora se verá imposibilitada de cumplir actividades básicas como caminar de manera independiente, lo cual menguará su desempeño laboral y por contera su realización en tal campo de la vida, también el desarrollo de algunas prácticas lúdicas que impliquen actividad física, por solo mencionar algunas”5, en este caso, se itera, de manera definitiva.

Dadas las particularidades del caso, se fijará la indemnización en 100 salarios mínimos legales vigentes al momento del pago. 

Con relación a sus hermanas, las codemandantes Olga Piedad y Martha Eugenia, la alteración a sus condiciones de existencia resulta de las circunstancias que alteran la de su consanguínea, habiéndose fijado el monto del perjuicio en 10 salarios mínimo mensuales, agrega la Sala al momento del pago, suma que no se encuentra desproporcionada, se repite, dada las particularidades del caso. 
10. Finalmente respecto al reproche que hace HDI Seguros frente a la condena al pago de intereses moratorios desde el 13 de febrero de 2020, es decir, desde la notificación del auto admisorio de la demanda, en aplicación de lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 94 del Código general del proceso, dice el recurrente que la condena, así determinada por el Juez a quo incurre en un grave yerro, en tanto el Despacho no advirtió la ausencia de los requisitos trazados por el legislador para la procedencia de tal condena. Refirió que ese derecho no nace de forma automática con la notificación del auto admisorio, pese a lo contenido en el artículo 94 del Código General del proceso sobre la constitución en mora, ya que dice que el olvidó el señor Juez analizar si la demanda presentada por las demandantes en efecto acreditaba el derecho a su favor; es decir, si la demanda contenía la prueba de los dos hechos exigidos por el artículo 1077 del Código de Comercio, que como refiere, se trata de la prueba de la ocurrencia del siniestro y de su cuantía. 
En efecto, en sentencia SC1947-2021 del 26 de mayo de 2021, con ponencia del Magistrado Álvaro Fernando García Restrepo, la Corte Suprema de Justicia dijo que estimar que con la notificación del auto admisorio de la demanda en la que se reclama a la aseguradora la indemnización a su cargo, sobreviene la mora de esta última, es anticipar indebidamente el momento en que ello tiene ocurrencia, pues dicha Corporación considera que la demostración del siniestro y de la cuantía de la pérdida puede ser resultado de la actividad probatoria cumplida en el proceso, incluso, en segunda instancia, y que es a partir de la sentencia cuando surge la obligación de la seguradora de reconocer intereses de mora, aunque de manera muy próxima en el tiempo había sostenido la tesis del a quo, incluso en ese línea esta misma Sala, la que ya tuvo oportunidad de acoger la nueva postura de la Sala de Casación Civil, pero que ahora reitera, contenida como se advirtió, en la reciente providencia. He aquí lo pertinente:
“En el particular escenario que ahora concierne analizar a la Corte, tanto el hecho externo imputable al asegurado, cuanto los reclamos que de allí se derivaron, objetivamente ocurrieron en fechas previas al inicio de los respectivos procesos declarativos, pero aún para esa época, y durante un largo período, la misma demandante discutía con vehemencia la existencia de la primera variable, es decir, el error en la liquidación del impuesto de registro recaudado por ella por delegación legal -ocurrencia del siniestro, se aclara-. 
Teniendo en cuenta esas particularidades, y dado que, después de la integración del contradictorio, subsistía para la actora la incertidumbre de la pérdida y de sus alcances, no resulta viable reconocer réditos moratorios en una fecha anterior a la de la ejecutoria de esta providencia, replicando así la solución que, de manera consistente, ha dado la jurisprudencia a eventos relacionados con prestaciones que no están plenamente determinadas antes de la intervención jurisdiccional.
Lo anterior en tanto que, como lo ha advertido insistentemente la Sala, ‘la falta de certeza excluye la posibilidad legal de que la deudora se enc[uentre] en mora de pagar la obligación, requisito éste que desde antaño exige la jurisprudencia de esta Corporación, como puede verse en sentencia de casación de 27 de agosto de 1930, en la cual en forma categórica se expresó que ‘la mora en el pago solo llega a producirse cuando existe en firme una suma líquida’, a cargo del deudor (G.J. T, XXXVIII, pág. 128)’ (CSJ SC, 10 jul. 1995, rad. 4540).

Más recientemente la Corte reiteró este razonamiento:‘(…) las indemnizaciones por el incumplimiento del pago de un capital se imponen frente a una obligación cierta e indiscutida, según lo prevenido, por regla general, en los artículos 1608 y 1617 del Código Civil, de ahí que cuando la misma nace en la sentencia, como en el caso, tales efectos no son retroactivos. La ‘constitución en mora’ -dice la Corte- supone la existencia cierta e indiscutida de la respectiva obligación (…). De ahí que la ‘mora en el pago solo llega a producirse cuando existe en firme una suma líquida’ (…). (Sentencia de 3 de noviembre de 2010) (CSJ SC, 14 dic. 2011, rad. 2001-01489-01).

Entonces, sin perder de vista el específico contexto en el que se suscitó este debate, se concluye que no era factible que la Cámara de Comercio acreditara ‘su derecho ante el asegurador de acuerdo con el artículo 1077’ (conforme el canon 1080 del estatuto mercantil), antes de que ese derecho se cristalizara y delimitara a partir de múltiples providencias -incluyendo esta sentencia-. Por ende, la Sala negará el reconocimiento de réditos moratorios en la forma pretendida, y estos solo se impondrán como consecuencia del eventual retardo en el cumplimiento de la carga, esta sí indiscutida, que se impondrá ahora” (CSJ, SC 5217 del 3 de diciembre de 2019, Rad. n.° 2008-00102-01; se subraya).  

7.
Lo hasta aquí expuesto, impone a la Sala el deber de abandonar la tesis consistente en que, frente a la ausencia de una reclamación extrajudicial del seguro y la formulación, por ende, de la correspondiente demanda judicial, la mora del asegurador está determinada por su constitución en mora, surtida por la notificación del auto admisorio de ese último escrito, de conformidad con lo que en su momento preveía el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil y que en la actualidad estatuye el artículo 94 del Código General del Proceso. 

Sobre el punto, explicó la Sala:

Bajo ese entendimiento, como no se presentó una típica reclamación extrajudicial al asegurado, mucho menos idónea, dirigida a obtener el pago de la prestación asegurada, fuerza concluir que aquel no se encontraba en mora para la fecha de la demanda, la que se erige, entonces, en solicitud de pago judicial. Pero como tal condición -la mora- es presupuesto ineludible para ordenar el reconocimiento de los señalados réditos, será necesario acudir a lo preceptuado en el inciso 2º del artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, norma según la cual, ‘La notificación del auto admisorio de la demanda en procesos contenciosos de conocimiento produce el efecto de requerimiento para tal fin, si no se hubiere efectuado antes’, lo que resulta entendible si se tiene en cuenta que, en ese específico momento, el demandado tiene la posibilidad de escoger entre asumir el pago que se demanda, o afrontar el proceso, de suerte que, en esta última hipótesis, en caso de acogerse la pretensión, los efectos de la sentencia, en lo que atañe a la mora, se retrotraen a la etapa de la litiscontestatio, es decir, al estadio procesal en que aquel asumió el riesgo de la litis, con todo lo que ello traduce.

De esta manera, además, se atiende el propósito del legislador del año 1989, que al modificar el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, para incorporar -entre otros aspectos- la regla transcrita (num. 41, art. 1, Dec. 2282), pretendió darle certidumbre a la determinación del instante en que el deudor incurría en mora, cuando tal condición no se había configurado con anterioridad al proceso. Por consiguiente, La Nacional Compañía de Seguros Generales de Colombia S.A., deberá pagar a la demandante intereses moratorios desde el 11 de mayo de 1993, fecha en que el representante legal de aquella se notificó del auto admisorio de la demanda (fl. 104, cdno. 1) (CSJ, SC del 14 de diciembre de 2001, Rad. n.° 6230).

Tal tesis, reiterada en el fallo del 9 de noviembre de 2004 (Rad. n.° 12798) y en la SC 7814 del 15 de junio de 2016 (Rad. n.° 2007-00072-01), es inadmisible, por cuanto desconoce abiertamente la norma especial del artículo 1080 del Código de Comercio que, como se vio, disciplina suficientemente la obligación accesoria del asegurador de pagar intereses moratorios, fijando con claridad el momento a partir del cual acaece su causación, razón suficiente que impedía e impide recurrir a normas generales, carácter que tenían y tienen las atrás invocadas.     

Fuera de lo anterior, hay que insistir en que la constitución en mora, según la transcrita previsión del artículo 1608 del Código Civil, debe estar expresamente prevista en las normas positivas, sin que en materia de seguros haya una que imponga la satisfacción de tal formalidad en el supuesto de que el asegurador no pague la prestación a su cargo, lo que descarta la aplicabilidad de las normas en precedencia especificadas.

Estimar que con la notificación del auto admisorio de la demanda en la que se reclama a la aseguradora la indemnización a su cargo, sobreviene la mora de esta última, como cuestión automática, comporta en un buen número de casos, anticipar indebidamente el momento en que ello tiene ocurrencia, pues como ya se analizó, la demostración del siniestro y de la cuantía de la pérdida puede ser resultado de la actividad probatoria cumplida en el proceso, incluso, en segunda instancia, comprobaciones que son necesarias para computar el mes previsto en el artículo 1080 del estatuto mercantil, cuyo vencimiento fija la mora del asegurador y, por ende, el momento desde el cual éste queda obligado al pago de intereses de tal linaje. 

8.
Ostensible es, por lo tanto, el quebranto directo del artículo 1080 del Código de Comercio por parte del Tribunal, pues al fijar como fecha de causación de los intereses que impuso a la aseguradora llamada en garantía  el 6 de septiembre de 2010, en el entendido que en esa fecha se configuró el siniestro, toda vez que en ella se confirmó la pena privativa de la libertad que se impuso al conductor del vehículo implicado en el accidente materia de la presente acción, mutiló el verdadero alcance de la referida disposición legal, pues pasó por alto que ella, en cuanto hace a los seguros de responsabilidad, al lado de la comprobación de la “ocurrencia del siniestro”, exige la demostración de la “cuantía de la pérdida” y el vencimiento del término de un mes que contempla, todo en procura de determinar la mora de la aseguradora y, por ende, el momento a partir de cual surge su obligación de reconocer réditos comerciales a la tasa más alta permitida por la ley, sobre el importe del seguro, pero ese término adicional no obliga cuando la obligación y la cuantía la establece el juez en la sentencia….”

15. Así las cosas, siguiendo el anterior prolegómeno jurisprudencial, se modificará el numeral 4 inciso 2 de la sentencia recurrida, en el sentido que HDI Seguros, pagará intereses moratorios a partir de la ejecutoria de esta sentencia, y no a partir de la fecha indicada en la sentencia de primera instancia.
16. Recapitulando, se confirmará la sentencia recurrida en cuento declaró la responsabilidad civil extracontractual, confirmando lo relativo a las condenas por lucro cesante, y perjuicios extrapatrimoniales en favor de Olga Piedad y Martha Eugenia Navas Arboleda, no así los perjuicios extrapatrimoniales en la modalidad de daño a la vida de relación de Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, los que se aumentan a 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
Igualmente, se adicionará reconociendo el daño emergente futuro, en la suma de doscientos quince millones seiscientos noventa y siete mil setecientos setenta pesos con treinta y dos centavos m.l. $ 215.697.770,32

Se modificará el numeral 4 inciso 2 de la sentencia recurrida, en el sentido que HDI Seguros, pagará intereses moratorios a partir de la ejecutoria de esta sentencia, y no a partir de la fecha indicada en la sentencia de primera instancia.
Finalmente, en cuanto a las costas en esta instancia, dado el aumento considerable de la condena, serán a cargo de la parte demandada.

IV. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Medellín en Sala Tercera Civil de Decisión, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

Primero: CONFIRMA los numerales 1 y 2 de la sentencia de primera instancia, en cuento declaró la responsabilidad civil extracontractual, confirmando lo relativo a las condenas por lucro cesante, y perjuicios extrapatrimoniales en favor de Olga Piedad y Martha Eugenia Navas Arboleda.

Segundo. MODIFICA el numeral 3° literal a) de la sentencia, en lo relativo a los perjuicios extrapatrimoniales en la modalidad de daño a la vida de relación de Gloria Mercedes del Socorro Navas Arboleda, los que se aumentan en CIEN (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Tercero. ADICIONA, dicho numeral reconociendo el daño emergente futuro, en la suma de doscientos quince millones seiscientos noventa y siete mil setecientos setenta pesos con treinta y dos centavos m.l. $ 215.697.770,32

Cuarto. MODIFICA el numeral 4 inciso 2 de la sentencia recurrida, en el sentido que HDI Seguros, pagará intereses moratorios a partir de la ejecutoria de esta sentencia, y no a partir de la fecha indicada en la sentencia de primera instancia.
Quinto: Costas en esta instancia a cargo de los demandados.

Se precisa que la presente providencia fue discutida y aprobada en sesión virtual No.28 de la fecha por todos los integrantes de la Sala, la misma contiene la firma digital de todos sus integrantes, atendiendo las directrices trazadas por el Consejo Superior de la Judicatura ante la emergencia presentada por el COVID-19.
NOTIFÍQUESE
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